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Uno de los temas más debatidos en la doctrina canomca actual 
es quizá el de la distinción entre las funciones administrativa y 
judicial en el ordenamiento de la Iglesia. El hecho pone una vez 
más de relieve la dificultad que encierra la acomodación de con-
ceptos jurídicos seculares al Derecho canomco, singularmente 
cuando en puntos como este se rozan aspectos delicadamente esen-
ciales de la peculiar constitución querida por Cristo para su Igle-
sia. El notable esfuerzo doctrinal vertido en este punto, así como 
el antagónico espectro de conclusiones a las que los diversos auto-
res han llegado son bastante elocuentes y conocidos l. 
1. Para una panorámica general de esta cuestión pueden verse por ejem-
plo los trabajos siguientes: BERTRAMS, W., De potestate iudiciali-administrativa 
in Ecclesia, Periodica XXXIV, 1945, pp. 210-230; CIPROTTI, P., Stato attuale e 
prospettive della giustizia amministrativa canonica. Monitor Ecc1esiasticus, 
XCLVIII, 1973, pp. 354-361; DE DIEGo-LORA, C., Poder jurisdiccional y función 
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De cualquier forma, el problema no ha recibido aun solución 
acabada y mantiene su desafío a la doctrina, a la vez que plantea 
un largo elenco de cuestiones con él relacionadas tanto de orden 
teórico como práctico. Una de esas cuestiones conexas, y no el pro-
blema en su conjunto, es la que motiva el presente trabajo: el cauce 
jurídico a través del cual actúan los órganos judiciales y los de la 
Administración canónica. 
No pretendemos entrar aquí en la cuestión de fondo, aun 
cuando haya de advertirse su continuada presencia a lo largo de 
nuestro desarrollo. En el presente estudio nos moveremos exclu-
sivamente en el campo jurídico formal, con la pretensión de con-
templar dos diversos instrumentos jurídicos o formas de actua-
ción pública, cuya distinción tal vez arroje luces nuevas sobre el 
problema que subyace detrás. 
1. NECESIDAD DE DISTINGUIR LA NOCIÓN DE IUDICIUM 
y LA DE PROCESSUS 
La cuestión podría plantearse así. El Libro IV del vigente 
Codex Iuris Canonici agrupa bajo la rúbrica común De processi-
bus actividades jurídicas que notoriamente tienen diferente natu-
raleza. A pesar de ello, y al amparo de la sistemática codicial, la 
doctrina canónica tiene acuñadas las muy próximas expresiones 
de processus iudicialis y de processus administrativus, para desig-
nar el plano formal de las actuaciones de uno y otro signo regu-
de justicia en la Iglesia. Pamplona, 1976; GORDON, 1., De iustitia administrativa 
ecclesiastica (tum transacto tempore tum hodierno), Periodica, LXI, 1972, pp. 
251-378; GOYENECHE, S., De distinctione inter res judiciales et administrativas 
in iure canonico. Questioni attuali di Diritto Canonico, AnalectaGregoriana, 
LXIX, 1955, pp. 419-434; JOHNSON, J., De distinctione inter potestatem iudicia-
lem et potestatem administrativam in iure canonico. Apollinaris, IX, 1936, 
pp. 258-269; JOMBART, E., L'exercice dans l'Eglise du pouvoir administratif et du 
pouvoir judiciaire. Revue de Droit Canonique, 5, 1955, pp. 331 Y SS.; LEFEBvRE, Ch., 
Pouvoir judiciaire et pouvoir administratif en Droit Canonique. Ephemerides 
iuris canonici, 1949, pp. 338-353; De exercicio potéstatis iudicialis per organa 
administrativa, Questioni attuali di Diritto Canonico, Analecta Gregoriana, 
LXIX, 1955, pp. 435 Y SS.; MORSDORF, K., De relationibus inter potestatem ad-
ministrativam et iudicialem in lure Canonico. Questioni attuali di Diritto Ca-
nonico, Analecta Gregoriana, LXIX, 1955, pp. 399-418; UPRIMNY, L., De la dis-
tinción entre las funciones judicial y administrativa. Questioni attuali di 
Diritto Canonico. Analecta Gregoriana, LXIX, 1955, pp. 470 Y SS.; VITALE, A., 
Notte sul problema delta distinzione fra giurisdizione e amministrazione nel di-
ritto canonico. 11 Diritto Ecc1esiastico, 1961, 1, pp. 312-338. 
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ladas en ese Libro del Codex. Con expresiones similares no dejan 
de significarse contenidos conceptuales también similares, por lo 
que al emplear tales denominaciones -y mucho más cuando se 
analiza el contenido que se les da- queda implícitamente admi-
tido que una y otra forma jurídica de actividad serían especies 
a lo sumo distinguibles dentro de un único género común, que 
sería el processus. 
Semejante equiparación formal de la actividad judicial y la 
administrativa, no sólo choca notoriamente con la evolución con-
ceptual que en el campo jurídico secular ha tenido la noción de 
proceso, que sería lo de menos 2, sino también con la propia no-
ción de iudicium que el Codex regula como uno más de los pro-
cessus del Libro IV. Tanto la noción de proceso elaborada por 
la doctrina secular, como la codicial de iudicium, connotan, a 
nuestro entender, realidades jurídico-formales de naturaleza bien 
diversa de las que en campo canónico se denominan processus 
administrativus. 
Por otro lado, durante las últimas décadas se ha acuñado en 
el campo secular un nuevo concepto jurídico para designar de 
manera específica a las actuaciones de naturaleza administrativa 
que no comportan el ejercicio de formas jurídicas de actuación 
judicial 3. A esa forma de actuaciones se les viene denominando 
procedimientos administrativos. Una expresión equivalente a ésta 
comenzó a asomarse tímidamente dentro del ordenamiento de la 
Iglesia hace ya muchos años, y en la reforma del vigente Codex, 
no deja de hallarse presente un Schema Canonum 4 que pretende 
trazar los rasgos generales de la actuación administrativa, y lleva 
camino de sustituir en buena medida la expresión tradicional de 
processus administrativus por la de procedura administrativa. Sin 
embargo, los planteamientos doctrinales inducen al temor de que 
se haya asimilado tan sólo la expresión y en cambio no su conte-
2. Sobre la evolución de esta noción en el campo jurídico secular véase 
el interesante estudio de ALCALÁ ZAMORA y CASTILLO, N., Proceso, procedimiento 
y enjuiciamiento. Estudios de Derecho Procesal, Madrid, 1934, pp. 461-475. 
Tiene asimismo interés la clasificación de las diferentes corrientes doctrinales 
hecha por GUASP, J., Derecho Procesal Civil, 1. Madrid, 1968, pp. 13 Y ss. 
3. Aparte de otros que iremos señalando, sobre el procedimiento admi-
nistrativo en general tienen especial interés los trabajos de GONZÁLEZ-PÉREZ, J., 
El procedimiento administrativo. Madrid, 1964; SANDULLI, A., Il procedimento 
amministrativo. Milán, 1940. 
4. Vid. «Communicationes», 2, 1970; pp. 191 Y ss.; 1, 1972, pp. 36-38; 
2, 1973, pp. 235-243; 2, 1976, pp. 198-199. 
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nido, prosiguiendo como por inercia la asimilación de ambos con-
ceptos, que se evidencia en la sistemática del C.J.C. 
Ciertamente, hay razones de Índole práctica o apoyadas en la 
diferente naturaleza de las funciones que a unos órganos y a otros 
se les asigna dentro de la Iglesia, que advierten de antemano la 
existencia de alguna diferencia entre la forma de actuación admi-
nistrativa y la judicial. La propia doctrina canónica no deja de 
señalarlo así 5; pero el problema fundamental se centra en valo-
rar la naturaleza de esas diferencias: si son meramente acciden-
tales, o si afectan a puntos nuclearmente esenciales de esos dos 
instrumentos de actuación. En el primer caso, cabría hacer un 
género común -el processus- con dos especies distinguibles -la 
judicial y la administrativa-; en el segundo caso, si las diferen-
cias entre las dos formas jurídicas fuesen de carácter esencial, 
serían absolutamente irreconducibles a un mutuo género pró-
ximo. 
Aquí se centra la razón de ser de este trabajo. Si conforme a 
la tradición canónica se considera el concepto de processus como 
una nOClOn unívoca que engloba instrumentos jurídicos formales 
sólo accidentalmente distintos 6, la justicia en la Iglesia correría 
a nuestro entender un grave peligro del que difícilmente podría 
salir airosa. Si las formas de actuación judicial fueran esencial-
mente iguales a las formas de actuación administrativa; si la dife-
rencia fuera meramente accidental, ninguna razón de peso justifi-
caría atribuir a los tribunales canónicos la misión de garantizar 
la justicia en el seno de la Iglesia. La sola indepedencia de los tri-
bunales -tenue por necesidad en la organización canónica- no 
serviría para garantizar a los fieles la justa y estricta aplicación 
de la ley que se alcanza en la institución procesal. Si una y otra 
forma fueran esencialmente idénticas, nada impediría el que se 
llegase a atribuir la función de justicia en la Iglesia a órganos 
netamente administrativos; bastaría con dotarles de unos instru-
mentos jurídicos formales que poseyeran aquellos elementos acci-
dentales bajo los que discurre la actuación de los órganos judicia-
les. Pero en ese caso, ¿ quién podría asegurar que la defensa de 
las posiciones jurídicas enfrentadas encontrará las mismas garan-
5. Cfr. por ejemplo CAPPELLO, F., Summa Juris Canonici, IIJ. De proces-
sibus, Delictis et Poenis, Roma, 1955, pp. 8 Y ss, así como del -mismo autor 
Praxis Processualis, Torino, 1948, pp. 3 Y ss. 
6. Puede consultarse en este punto la opinión de los autores que estudia-
remos en el apartado V de este trabajo. 
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tías de protección que en la institución procesal? ¿Hallaría el fiel 
unas garantías objetivas -no solamente apoyadas en la ecuani-
midad del juzgador- con que defender su derecho? ¿No nos ha-
llaríamos ante un fenómeno de regresión jurídica, en un siglo en 
que la doctrina y la legislación -también canónicas- se presen-
tan tan sensibilizadas por otorgar cumplida tutela a las situacio-
nes jurídicas de los particulares? 
La hipótesis no es imaginaria. Prestigiosos canonistas la ava-
lan con su firma 7. Pero es aún más peligroso que en el actual 
momento de reelaboración legislativa, el legislador canónico pres-
te oído a tal postura, como tememos podría haber sucedido de 
aprobarse tal como ha llegado a nuestras manos el Schema Cano-
num de Procedura Administrativa 8, donde tras auspiciarse la 
constitución de tribunales administrativos en las diversas nacio-
nes, se deja sin resolver la incertidumbre de si el processus que 
ante ellos se plantee acogerá las notas esenciales con que los 
cc. 1552 y ss. del vigente C.I.C. tipifican el modo formal de conocer 
de los tribunales. 
A todo esto se debe el interés que suscita el tema en la esfera 
de la protección jurídica de los derechos. Entendemos, y tratare-
mos de explicarlo, que el processus iudicialis, el iudicium canó-
nico, dentro del terreno jurídico instrumental y formal al que 
pertenece, posee diferencias esenciales que lo distancian respecto 
de los denominados bajo el común título de processus administrati-
vus; diferencias esenciales que son precisamente las que garanti-
zan de modo objetivo la función de justicia encomendada a los 
tribunales canónicos y constituyen lo peculiar de la institución 
procesal. 
Pero, además, la distinción es importante respecto de otro 
punto de vista. Pretender que los denominados processus admi-
nistrativus se asemejen a las formas jurídicas de actuación judi-
cial, aun cuando sólo sea en rasgos un tanto extrínsecos, como 
puedan ser el rigor formal de las actuaciones, o una permanente 
intervención de los sujetos interesados, podría conducir -si ello no 
se hiciera con mesura- a dotar a la Administración canónica de un 
instrumento -copia de instrumento judicial- que tal vez no sea 
el más idóneo para llevar a cabo la peculiar función gestora que 
7. Cfr. LEFEBVRE, Pouvoir ... , cit., pp. 345 Y ss. 
8. Cfr. Animadversiones previas al Schema canonum de Procedura Ad-
ministrativa. Communicationes, 1, 1972, pp. 36-38; Cfr. también Communica-
tiones 2, 1969, p. 83; 2, 1970, pp. 191 Y ss. 
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le ha sido encomendada. La Administracián se hallaría encorse-
tada dentro de unos moldes judiciales que impedirían su actua-
ción eficaz y la pronta resolución de las cuestiones que se le plan-
teasen 9. 
Como se ve, la cuestión que aquí planteamos no es meramente 
terminológica, sino que tiene profundas consecuencias jurídicas 
de índole práctico. Ciertamente, basta con estar algo impuesto en 
los temas jurídicos, para intuir que las nociones de proceso judi-
cial y de procedimiento administrativo van referidas a dos activi-
dades de naturaleza netamente distinta. Sin embargo, el tema se 
complica cuando se intenta descubrir el quid que los separa, y al 
encontrar que el proceso judicial está a su vez integrado por un 
procedimiento que a primera vista no se advierte por qué deba 
ser de naturaleza radicalmente diversa de un procedimiento admi-
nistrativo. La dificultad radica en que tanto la noción de proceso 
como la de procedimiento -las de iudicium y la genérica de pro-
ces sus- se mueven en el campo jurídico formal, y a que tanto 
una como otra significan instrumentos jurídicos mediante los que 
se actúa una función pública. Es el carácter instrumental y for-
mal de ambos el que dificulta la distinción, pero en modo alguno 
es coincidencia suficientemente sólida para hablar de semejanzas 
esenciales entre ambas. 
Al objeto de acotar el tema, es importante advertir ya desde 
aquí que, cuando hablemos de procedimiento administrativo, nos 
estaremos refiriendo al cauce formal por el que actúan los órga-
nos de la llamada Administración canónica activa, aun cuando 
muchos de los planteamientos sirvan también para la de control 
ante tribunales administrativos. El estudio del procedimiento 
ante la que podría llamarse Administración canónica de control 
-típico ejemplo de ella serían los ya mencionados Tribunales 
administrativos que pretende introducir el reciente Schema Cano-
num de Procedura Administrativa 10_ del que aquí hemos pres-
cindido, supone en rigor nuevas reflexiones, pues aunque sus órga-
9. A ello se refiere Langrod cuando señala que "L'approche théoríque, 
partant généralement du modele de la procédure juridictionelle, essaye de 
rechercher les príncipes de procédure administrative en adaptant come base 
de départ ceux de la justice ( ... ), a la défaut d'attacher souvent trop d'im-
portance au modele judiciaire et d'essayer ainsi de transplanter sur le plan 
administratif des principes qui n'y trouvent nullement leur place». LANGROD, G., 
Procedure administrative et Droit Administratif. Revue Internationale des 
sciences administratives, XXII, 1956, p. 74. 
10. Cfr. «Communicationes», 2, 1969, p. 83; 2, 1973, pp. 241-243. 
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nos estén encuadrados dentro de la Organización administrativa, 
su actuación revisora no deja de entrañar mayor semejanza con 
la judicial. 
Si, como veremos, el problema de distinguir esos instrumentos 
jurídico-formales se presenta como tarea ardua para la doctrina 
jurídica secular, como lo prueba la polémica que ha venido susci-
tando, la cuestión es mucho más compleja dentro del ordenamiento 
jurídico de la Iglesia, por la imprecisión que mantiene la noción 
canónica de processus, en cuanto que pretende ser factor común 
de las formas jurídicas de actuación de los órganos públicos de la 
Iglesia. 
Esta imprecisión jurídica, que ha contribuido en el ordena-
miento de la Iglesia a asemejar las formas judiciales de actuación 
con las administrativas, y tal vez también a acentuar la confusión 
entre función judicial y función administrativa, ha sido eviden-
ciada también por dos pronunciamientos de la Santa Sede. El pri-
mero de ellos tuvo lugar en 1943 11, cuando la Comisión Pontificia 
para la interpretación auténtica del Código de Derecho Canónico, 
tuvo que declarar la naturaleza judicial del processus in cassibus 
specialibus de los cc. 1990-1992 del C.LC. Otra intervención pare-
cida, si bien de signo contrario, ha sido mucho más reciente, lo que 
evidencia la persistencia del problema: con la Instrucción de 7 de 
marzo de 1972 12, la Sagrada Congregación para la Disciplina de los 
Sacramentos indicó el carácter administrativo -de processus ad-
ministrativus, decía-, del procedimiento para la dispensa del ma-
trimonio rato y no consumado. 
A la vista de todo ello, entendemos urgente sentar alguna base 
conceptual que ayude a diferenciar y a perfilar los rasgos propios, 
dentro del plano jurídico-formal, entre el concepto de iudicium -el 
llamado processus iudicialis, o simplemente el proceso- y el llamado 
processus administrativus, o como tal vez sea mejoro denominarlo, 
del procedimiento administrativo canónico 13. 
11. Cfr. AAS. XXVI (1943), p. 94. 
12. Cfr. AAS LXIV (1972), p. 245. 
13. Acerca de la relación entre los conceptos de proceso y de procedimiento, 
señala Guasp que «terminológicamente la palabra «proceso» no es inexacta, 
pero sí imperfecta para designar lo que aquí se estudia, pues «proceso», literal-
mente, no es sino una derivación de «procedimiento», aunque existan matices 
originados en el uso de una y otra idea; de donde resultan errores e incom· 
prensiones de sentido para el verdadero significado de la institución procesal. 
La palabra «proceso» se usa, pues, sólo a falta de otra mejor y en modo al-
guno porque resulta irreprochable. Esta misma imperfección léxica explica 
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11. LA RÚBRICA DEL LIBRO IV DEL VIGENTE C. LC. 
En una primera aproximación a la noción general de proceso 
-processus- se deja ver que la significación literal del término 
evoca la idea de avance, de progreso, de una realidad que se ve 
modificada por una serie de actuaciones sucesivas, encaminadas 
hacia un determinado fin 14. Pues bien, esa idea genérica, que res-
ponde a un marcado cariz terminológico, es a nuestro modo de ver 
la que sirve como apoyo inicial para esclarecer el tratamiento codi-
cial de la noción de processus. 
Bien es cierto que no en todas las ocasiones el término proceso 
es empleado por el CIC con idéntico sentido. Y ello evidencia aun 
más la falta de solidez del concepto; pues, si generalmente se utili-
za para señalar una actividad, en otras parece que se pretende 
designar con el mismo término la materialidad de los expedientes 
o de los actos judiciales 15. 
Sin embargo, acerca de la noción de processus que maneja-
ron los autores del Código, resulta altamente significativo el iter 
de gestación que hubo de padecer la actual rúbrica del Libro IV 
del Codex. Como es sabido, en el esquema inicial del Código, pre-
sentado en 1904 por el Cardenal Gasparri 16, el Libro que versaría 
sobre las cuestiones procesales se presentaba bajo la rúbrica gene-
ral De iudiciis, ocupando el quinto y último lugar de la sistemática 
codicial. La elaboración posterior hizo que pasase a ocupar el Li-
bro IV, y que al Libro V quedasen relegadas las materias penales. 
Pero no es este orden sistemático el que merece captar nuestro in-
terés, sino la evolución que en las diversas fases de estudio sufrió 
la rúbrica general de ese Libro, que inicialmente era De iudiciis. 
El Libro IV contenía materias no propiamente judiciales, ni 
siquiera encomendadas a los jueces, aun cuando no dejasen de 
estar ordenadas hacia una decisión jurídica de cierto parecido a lo 
judicial. Esta diversidad de materias que, junto a cuestiones estric-
tamente procesales, daba cabida en el mismo Libro a temas de cariz 
tan distinto, como las causas de beatificación y la tramitación de 
la abundante sinonimia procesal, que es muy compleja y no siempre se halla 
doctrinalmente bien manejada». GUASP, Derecho ... , cit., p. 18. 
14. Cfr. FENECH, M., Note introduttive allo studio del Diritto Processuale. 
Scritti giuridici in onore di Francesco Carnelutti, Padua, 1950, pp. 295-313. 
15. Tal parece ser el sentido en que se emplea en los cc. 1645, 1859 y 
1983 § 1, por ejemplo. 
16. AAS XXXVII (1904), p. 130. 
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expedientes administrativos varios, obligó a modificar la rúbrica 
del Libro. 
No es aventurado pensar que el mayor problema con el que 
los autores del Código se enfrentaron en este punto, se centraba 
en la calificación como iudicium de las causas de beatificación y 
la tramitación de expedientes administrativos varios. No parecía 
conveniente ni correcto calificarlos como juicios, aun cuando en 
el terreno procedimental las formalidades legales exigidas por el 
Código para estos últimos supuestos, fueran a veces mucho ma-
yores de las requeridas para algunas clases de verdaderos juicios, 
como ocurre con el proceso sumario de los cc. 1990-1992. 
Así, en un esquema posterior, elaborado en 1916 11, hizo su 
aparición el término processus para componer la rúbrica del Li-
bro IV. Los autores del Código habían rechazado otra fórmula, la 
de procedura, que, al designar la parte externa y práctica de la 
actividad de los órganos públicos, tal vez hubiera sido más correcta 
para calificar lo que de común ofrecen las variopintas realidades 
jurídicas reguladas en esta parte del Código 18. 
Pero lo más sintomático es que cuando en ese esquema de 
1916 hizo su aparición el término processus, para encabezar el 
Libro IV, apareciera éste acompañado de un sorprendente califi-
cativo: se hablaba de processibus administrativis. En conjunto, 
la rúbrica del Libro IV quedaba entonces así: De iudiciis, de 
processibus administrativis et de causis beatificationis et canoni-
zationis 19. Se había visto ya que el iudicium no era denominador 
común de las materias que pretendían agruparse. Se prefería en-
tonces designar expresamente en la rúbrica a cada una de esas 
materias, sin atreverse de momento a indicar lo que había de 
común en ellas. 
Pero lo que tal vez nos resulte más sugerente es contemplar 
que llegara a emplearse el término processus con referencia ex-
clusiva a actuaciones administrativas, y que se conservara el de 
iudicium para las actuaciones judiciales. La sola explicación que 
encontramos al hecho es que estaba tomándose el término pro-
cessus -proceso- en el sentido de actividad externa jurídica-
mente reglada tendente a una decisión jurídica, sentido que en 
17. Cfr. Monitor Ecclesiasticus, XXXIII, 1921, p. 15; ROBERTI, F., De pro-
cessibus, 4.' ed., Roma, 1956, p. 27. 
18. Cfr. ROBERTI, De processibus, cit., p. 74. 
19. Cfr. loe. cit. en nota 17. 
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parte la doctrina secular utiliza para referirlo al procedimiento, 
y por tanto no empleando el mismo contenido que ésta otorga al 
término proceso, y que sustancialmente coincide con el canónico 
de iudicium. 
Cuando finalmente se optó por una rúbrica definitiva para el 
Libro IV, se empleó la rúbrica De processibus para englobar el con-
junto de materias que en él se acogían, concepto bien lejano del que 
se empleara en el esquema inicial del Código. Parecía haberse descu-
bierto lo que de común tenían las materias que en el Libro IV se reco-
pilaban: el processus, lo que los juristas seculares denominan proce-
dimiento. De este modo, la fórmula empleada no dejaba de ser 
la más ambigua y la menos precisa para calificar correctamente 
lo que en el Libro IV se recogía. Tan processus era así el modo 
de actuar propio de los órganos judiciales, como el cauce que a 
los órganos administrativos se abría para decidir conforme a De-
recho. Sólo las propias normas reguladoras de esos concetos «pro-
cesos» podrían decirnos cuándo nos hallaríamos ante un pro ces-
sus judicial, con garantías judiciales objetivas, y cuándo ante un 
processus administrativus, desprovisto de lo que en esencia cons-
tituía aquellas garantías. Claramente había triunfado un concepto 
digamos que procedimentalista, de la noción de processus, pues, 
con relación al iudicium, sólo alcanza a designar el aspecto más 
externo, meramente de cauce formal, de concatenación de actos 
jurídicamente reglados de ese iudicium -lo que los precesalistas 
seculares designan como procedimiento del proceso-, sin llegar 
a caracterizar el aspecto más íntimo y sustancial -integrante, sin 
embargo, del mundo jurídico formal en el que se mantiene el pro-
ceso- único rasgo determinante y peculiar del iudicium canónico. 
En realidad, el rechazado concepto de procedura poco distaba 
-como tendrá oportunidad de verse- del contenido concreto que 
se acabó asignando al concepto de processus por el compilador 
codicial y la doctrina subsiguiente, pues ambas nociones no dejan 
de moverse en el campo extrínseco -de cauce, vía- de la activi-
dad jurídica. 
En los propios cánones del CIC no deja de estar presente 
esta utilización del término proceso para referirla a la actividad 
externa de los órganos judiciales, como puede verse por ejemplo 
en los cc. 1577 y 1583. Y en el can. 1642 se establece a su vez la 
distinción entre acta causae y acta processus, señalándose de ma-
nera expresa que el término processus va dirigido a indicar un 
modo o forma de proceder, una actividad de los órganos judiciales 
de la Iglesia. 
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Si en la esfera del Derecho canomco aparecen entremezcla-
das las nociones de procedimiento y de proceso en la genérica de 
processus, no debe silenciarse que también en el campo secular 
la aludida distinción es objeto de viva polémica, cristalizada en 
posiciones similares a las de muchos canonistas. Una rápida pano-
rámica nos servirá para aclarar algunas cuestiones que utilizare-
mos después. 
Contemplando el actuar público de la Administración, y po-
niéndolo en relación con el actuar de los tribunales, en el campo 
secular hay autores que sostienen que la actuación administrativa 
está regulada por un derecho procesal administrativo, y que en 
sí misma esta actuación es ya un proceso administrativo, que no 
ofrece notables diferencias respecto del denominado proceso juris-
diccional. Para ellos, es proceso todo fenómeno procedimental, 
equiparando así las nociones de proceso y de procedimiento como 
pertenecientes al mismo género dentro del Derecho y aplicable 
por igual a cualquier rama de la ciencia jurídica. 
Frente a quienes así se pronuncian, se eleva fundamental-
mente la voz de los procesalistas, que reivindican para sí el patri-
monio exclusivo de la voz proceso, y establecen la distinción entre 
proceso y procedimiento. 
Desde una perspectiva histórica, Alcalá-Zamora 20 esclarece los 
orígenes de esta polémica, señalando que la noción de proceso, 
que emplea hoy la ciencia jurídica, obedece a una larga evolución 
de la doctrina procesal que ha terminado por cavar un ancho foso 
frente al concepto de procedimiento. Indica Alcalá-Zamora que el 
término proceso se encuentra en los procesalistas de épocas pasa-
das como equivalente a «pleito», «causa», «litigio», «serie de actua-
ciones», y en multitud de casos como equivalente a «procedimien-
to». Puede que en su mente esos procesalistas de tiempos pasados 
no estuviesen identificando proceso y procedimiento, pero -aña-
de- el hecho es que, hasta épocas muy recientes, la mayoría de los 
procesalistas, por influencia de la doctrina procedimentalista fran-
cesa y del Code de Procédure Civile de 1806, reducían todo el con-
tenido del Derecho Procesal al análisis del procedimiento. 
También es significativa la evolución sufrida en España por la 
20. Cfr. ALCALÁ-ZAMORA y CASTILLO, Proceso .. " cit., pp. 461 Y ss. 
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denominación de la disciplina en los tratadistas y en los planes 
de estudio que el mismo autor pone de relieve. En el siglo XIX, las 
obras de contenido procesal, que hasta entonces venían denominán-
dose principalmente alrededor de la voz Práctica, comienzan a ser 
designadas con la rúbrica Procedimientos. A partir de entonces, la 
disciplina comienza a ser denominada habitualmente como «Pro-
cedimientos judiciales», y aunque posteriormente, en los años 
1883-1884, se designe la asignatura como «Derecho Procesa!», y bajo 
este rótulo se escriban una serie de manuales, su contenido es tan 
procedimental como el de los que se habían escrito hasta entonces 21. 
El fenómeno no es exclusivo de la doctrina jurídica escular, 
sino que algo parecido cabe afirmar también respecto de la canó-
nica antecodicial, o inmediatamente posterior al CIC. Bajo el título 
de procedimientos eclesiásticos se englobaba entonces el trata-
miento procedimental del iudicium, así como cualquier otro tipo 
de concatenación de actuaciones jurídicamente regladas 22. 
Si tenemos en cuenta que, como señala Alcalá-Zamora, hasta 
épocas muy recientes los propios procesalistas vinculaban el Dere-
cho Procesal casi exclusivamente al fenómeno formal y externo del 
procedimiento, nada tiene de extraño que muchos hayan conside-
rado Derecho Procesal cualquier norma que regulase un procedi-
miento, una actividad, y que los administrativistas hablasen de un 
Derecho Procesal Administrativo que, junto al proceso administra-
tivo, estudiase el procedimiento administrativo. 
a) Posiciones que identifican el proceso y el procedimiento. 
Es fundamentalmente entre los administrativistas donde encontra-
mos defendida con mayor rigor la identificación de las nociones 
jurídicas de proceso y de procedimiento. La postura obedece a una 
perspectiva sustancialmente extrínseca desde la que observan la 
actividad administrativa y la judicial, que les llevará a ver en el 
proceso simplemente una actividad tendente a obtener algo. 
Así, por ejemplo, en España, Villar-Romero 23 toma de La Pla-
21. Cfr. Ibid., pp. 468 Y ss. 
22. Tal puede verse por ejemplo en CADENA y ELETA, J., Tratado teórico-
práctico de procedimientos eclesiásticos. Madrid, 1894; GóMEZ SALAZAR, F., y 
DE LA FUENTE, V., Procedimientos eclesiásticos. Madrid, 1868; MUNIZ, T., Pro-
cedimientos eclesiásticos. Sevilla, 1919. 
23. Cfr. VILLAR-RoMERO, J. M., Derecho Procesal Administrativo. Madrid, 
1944, pp. 60 Y ss. 
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za 24 la noción de proceso judicial, como suceSlOn de actos realiza-
dos para mantener el ordenamiento jurídico por los órganos juris-
diccionales. Rechaza luego, por artificial, la referencia exclusiva 
del concepto a los órganos jurisdiccionales, y hace notar que igual 
actividad tendente en términos generales a conservar y mantener 
el ordenamiento jurídico la realizan también los órganos adminis-
trativos. Sin embargo, Villar-Romero reconoce que no cualquier 
actividad administrativa es proceso, sino sólo aquella que suponga 
aplicar una norma jurídica al caso concreto, excluyendo de tal 
carácter actos administrativos cuya discrecionalidad se refiera al 
contenido mismo del acto: graciosos o de naturaleza política. 
En cambio, para este autor siguen siendo procesales los actos 
administrativos cuando la discrecionalidad afecta sólo al modo o 
cauce formal de llevarlos a cabo. A nuestro entender se incurre así 
en un error grave, pues no se tiene en cuenta que aplica las normas 
jurídicas -tarea a la que según el autor se reduce el proceso-, 
supone también la observación de aquellas normas que imponen 
a los órganos un determinado cauce jurídico de actuación, y que 
precisamente es a este tipo de normas a las que de manera prima-
ria aluden los conceptos de proceso y de procedimiento. 
En el mismo sentido se pronuncia López-Nieto 25. Para él «toda 
actuación de la leyes proceso y, por tanto, hemos de admitir 
-dice- que en el Estado moderno esa función es realizada no 
sólo por los tribunales de justicia, sino también por la Administra-
ción. El proceso que lleva a cabo la Administración para aplicar 
el Derecho en uso de sus potestades, ya dictando normas, ya decla-
rando o modificando derechos en primera decisión o revisando sus 
propios actos, ya imponiendo sanciones, se denominará procedi-
miento administrativo. El proceso que llevarán a cabo los tribuna-
les, revestido de todas las garantías que la Jurisdicción requiere, 
será procedimiento judicial. Habrá un procedimiento de la Admi-
nistración, realización práctica del Derecho, no revestido de tanta 
protección; y un procedimiento judicial rodeado de mayores garan-
tías, que podrá incluso revisar la anterior» 26. Se apunta aquí una 
exclusiva nota distintiva. No es sólo el ógano el que diversificará 
el proceso administrativo y el jurisdiccional, sino además una serie 
24. Cfr. DE LA PLAZA, M., Derecho Procesal Civil Español, 3." ed. Madrid, 
1951. 
25. Cfr. LóPEZ-NIETO, F., El procedimiento administrativo. Barcelona, 1960, 
pp. 20 Y ss. 
26. Ibid., p. 24. 
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de garantías jurídicas que se hallan en éste y de las que el primero 
adolece. Pero, y el dato es también de interés para la dis-
tinción canónica, esta diferencia es meramente accidental, pues al 
basarse en el mayor o menor rigor de las formas, no se da pie a 
distinguir esencialmente entre ellas. 
Es precisamente el punto que aduce García-Trevijano, para 
quien la distinción entre proceso y procedimiento carece de rigor 
científico. Apela el autor a las fuentes históricas -netamente canó-
nicas- para argüir que a lo largo de los tiempos se ha visto esta 
diferenciación simplemente en que se fallasen los asuntos «con es-
trépito de juicio», «es decir, que la distinción entre proceso y pro-
cedimiento sería una distinción de intensidad: cuanto más aparato, 
más cerca estaríamos de un proceso. En cambio, cuando es sin 
estrépito de juicio, nos encontraríamos ante un procedimiento. 
Pero esto es una simple intuición popular que no resiste la más 
leve crítica científica. No existe distinción real entre proceso y pro-
cedimiento más que de intensidad, y, por tanto, no puede ser un 
índice de distinción» 27. 
Tal vez no ayude mucho a la distinción que tratamos de per-
filar la propia noción de proceso que en ocasiones ofrecen algunos 
procesalistas. Al decir de Royo-Villanova, que abunda en la línea 
identificadora de proceso y procedimiento, «si se define el proceso 
judicial como una serie o sucesión de actos que tienden a una 
actuación de la ley solicitada o pedida, ¿es que no encontramos 
en los expedientes administrativos una serie o sucesión de actos 
que tienden a una actuación de la ley que ha sido también solici-
tada o pedida?» 28 
A nuestro entender, la objeción de Royo-Villanova no deja de 
tener parte de verdad, y cuanto dice es perfectamente aplicable al 
campo canónico, pues tanto en los órganos administrativos como 
en los judiciales existe una actividad de actuación de la ley. Lo 
que ocurre es que el proceso -el iudicium- es algo más que una 
actividad, y de fijarnos sólo en ella perderíamos de vista lo más 
genuinamente propio del proceso. Una simple serie o sucesión de 
actos que tienden a un fin, no es propiamente, habría que decir, 
lo que la ciencia procesal entiende por proceso, sino más estricta-
mente lo que ella denomina -insistimos- procedimiento del pro-
ceso. 
27. GARCfA-TREVIJANO, J. A., Tratado de Derecho Administrativo, I. Madrid, 
1974, p. 66. 
28. Royo VILLANOVA, S., El procedimiento administrativo como garantía 
jurídica. Revista de Estudios Políticos, XXVIII, 1949, p. 56. 
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Tratando de encontrar explicación a todas estas posturas, Gon-
zález Pérez 29 señala cómo al estudiar el Derecho Procesal, una fun-
ción pública -la jurisdiccional- que se realiza a través de un pro-
cedimiento, buena parte de sus conceptos servirán para el estudio 
del procedimiento que desarrolla otra función pública: la admi-
nistrativa. En tal sentido, es lógico que puedan darse analogías 
entre una actividad y la otra, «pero las analogías se dan no porque 
los problemas procesales se agoten en los puramente procedimen-
tales, sino porque cuando los administrativistas, al estudiar el pro-
cedimiento administrativo, se elevan de los problemas de pura tra-
mitación, lo que abordan son problemas generales, que si son 
comunes con los que se plantean en la doctrina del Derecho Pro-
cesal es porque ambas ramas del Derecho regulan instituciones a 
través de las cuales se realiza una función pública» 30. Más en con-
creto, la justificación de estas asimilaciones la encontramos nos-
otros, como hemos avanzado, en que tanto una como otra signifi-
can instrumentos jurídicos formales para la actuación de los órga-
nos públicos. Por eso decíamos que es precisamente el terreno jurí-
dico formal el adecuado para intentar la distinción entre ellas. 
b) Posiciones que distinguen entre proceso y procedimiento. 
De otro lado es innegable que parte al menos de la problemá-
tica, · que suscita la distinción entre proceso y procedimiento, obe-
dece a una mera cuestión de confusión terminológica 31. 
Sin embargo, la doctrina procesal enseña que el concepto de 
proceso va más allá de la serie o sucesión de actos que los admi-
nistrativistas pretenden ver en él. Hasta su propio contenido y 
naturaleza jurídica se resienten, podríamos decir, de los plan-
teamientos meramente extrínsecos, que no son capaces de explicar 
su íntima realidad. Denota Prieto-Castro que la noción de procedi-
miento indica únicamente el aspecto externo de la actividad pro-
cesal, y en tal sentido puede ser referida también a la actividad 
legislativa o a la administrativa (procedimiento legislativo, procedi-
miento administrativo). «No hay obstáculos, ni puede impedirse 
-señala- que el léxico, los modos de actuar y los criterios exter-
nos del procedimiento que forma parte del proceso, en el sentido 
en que aquí se estudia, sean usados en otras esferas donde hay tam-
29. Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, El procedimiento ... , cit., p. 71. 
30. Ibid., p. 71, en nota 4. 
31. Cfr. nota 13. 
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bién aplicación del Derecho; pero los principios del Derecho Pro-
cesal judicial o jurisdiccional, a partir del órgano al que va diri-
gido, son inmanentes a él, y es un error creer que por eso sólo se 
trasladan (ni pueden trasladarse) a otros ámbitos basados en ideas 
y tendentes a finalidades que no son las mismas que las inspirado-
ras histórica ni actualmente de ese Derecho Procesal» 32 
La noción de proceso habrá de determinarse en el terreno jurí-
dico formal, pero yendo más allá de los actos de procedimiento; 
exige no tomar exclusivamente en consideración la mera actividad, 
sino detenerse a observar la estructura y la relación entre esos 
actos; los sujetos que los realizan, los caracteres de que están re-
vestidos, la finalidad a la que tienden 33. 
Algunos administrativistas, como González Pérez y López-Rodó, 
abundan también en esta perspectiva 34. Conciben el procedimiento 
como un mero cauce formal externo, bien sea de la función admi-
nistrativa o de la judicial, distinguible del aspecto sustancial del 
proceso. Y, dirá el primero de ellos: «si el objeto del Derecho Pro-
cesal es el proceso, es evidente que cae fuera de su ámbito una ins-
titución como el procedimiento administrativo, que es cauce y 
forma de la función administrativa» 35. 
Los procesalistas, por su parte, ponen de relieve la patente 
distinción que en la realidad se opera entre ambos conceptos de 
proceso y procedimiento, pues sucede de hecho que en un mismo pro-
cedimiento se ventilan a veces varios procesos -como ocurre, por 
ejemplo, siempre que se produce reconvención-, y además, no siem-
pre que hay procedimiento judicial hay proceso, como sucede en 
todos los procedimientos de la jurisdicción voluntaria, o con los 
procedimientos que sin ser propiamente un proceso se realizan en 
función de él, como los procedimientos de conciliación o las dili-
gencias preliminares 36. 
La misma distinción conceptual, hace notar Chiovenda, se pone 
de relieve una vez dictada la sentencia: «Al procedimiento cerrado 
por la sentencia puede, no obstante, seguir un procedimiento de 
oposición o de apelación, y después de casación, quedando siem-
32. PRIET(}-CASTRO, L., Tratado de Derecho Procesal, 1. Madrid, 1952, p. 53. 
33. Cfr. ibid., p. 13. 
34. Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Derecho Procesal Administrativo. Madrid, 1964, 
pp. 48-52, Y 104 Y SS. ; LóPEZ-RoDÓ, L., El Procedimiento Administrativo en Es-
paña, Lisboa, 1949. 
35. GONZÁLEZ PÉREZ, El procedimiento ... , cit., p. 71. 
36. Cfr. GóMEZ ORBANEJA, E., Derecho Procesal Civil, 1. Madrid, 1975, pp. 14 
Y ss. 
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pre el proceso uno; aquí vemos la diferenciación entre procedi-
miento y proceso; aquél es una fase de éste» 37. 
Desde una perspectiva distinta, aborda Fenech 38 la distinción 
entre proceso y procedimiento. Para él, el término procedimiento, 
además de acción de proceder, está revestido de toda una carga 
intencional, que significa el modo de obtener algún resultado, el 
método normativo de un fenómeno de dimensión temporaL El pro-
cedimiento será la norma que regula un acto que se desarrolla 
en el tiempo, o la regla mediante la que se producen modificacio-
nes en una realidad a fin de obtener un determinado resultado. El 
proceso alude en cambio a la serie de transformaciones materiales 
por las que se pasa hasta llegar a ese fin. En este sentido, el proce-
dimiento sería la norma reguladora del proceso. Concluye el pro-
fesor Fenech señalando cómo las nociones de proceso y de proce-
dimiento no son en ningún modo correlativas, sino absolutamente 
independientes. 
Los planteamientos traídos aquí a colación muestran cómo 
para estos autores los conceptos de proceso y de procedimiento 
tienen esenciales matices diferenciadores. El proceso no es sólo 
la extrínseca serie o sucesión de actos, el método normativo del 
que nos habla Fenech, y al que de otro modo aludirá un amplio 
sector de la doctrina canónica, único factor que parecían atisbar 
en el proceso los administrativistas mencionados. Por el contra-
rio, en el concepto de proceso, además del método normativo o de 
la serie o sucesión de actos, hay un algo -perteneciente también 
al mundo jurídico formal- que se transforma, y que es precisa-
mente lo que se halla en la entraña de la noción de proceso y de 
su correlativa canónica de iudicium. 
c) Una aparente postura intermedia. 
Junto a estos planteamientos existe una tercera pOSlClOn que, 
si bien admite la distinción entre proceso y procedimiento como 
realidades distintas, niega a la ciencia procesal la exclusiva de la 
noción de proceso. Es la postura que fue defendida en España 
fundamentalmente por Ballbé 39. 
37. CHIOVENDA, J., Principios de Derecho Procesal Civil, I. Trad. de J. Ca-
sais y Santalo. Madrid, 1922, p. 128. 
38. Cfr. FENECH, Note ... , cit., pp. 301 Y ss. 
39. Cfr. BALLBE, M., La esencia del proceso. Revista General de Legislación 
y Jurisprudencia, XIV, 1947, pp. 5-53. 
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Concibe el proceso como la serie o sucesión de actos coordi-
nados que fijan los datos según los cuales ha de ejercerse la 
función pública, con derecho del sujeto o sujetos pasivos de la 
misma a participar, con el sujeto activo en su formación. Se dife-
rencia del procedimiento porque en éste no es nota sustancial 
que unos sujetos pasivos tengan derecho a participar con el sujeto 
activo en su formación 40. 
En esta postura, bastante difundida en campo canónico como 
tendremos oportunidad de señalar, se está reduciendo lo procesal 
a la simple intervención de los sujetos pasivos, y en realidad sigue 
observándose el fenómeno desde la misma perspectiva extrínseca 
de la serie o sucesión de actos desde la que se colocaban quienes 
identificaban proceso y procedimiento. Para Ballbé habrá pro-
ceso siempre que los sujetos pasivos participen --cualquiera que 
sea la forma de esta participación- en el procedimiento --en la 
serie de actuaciones- del órgano público. 
Critica Ballbé la arbitrariedad con que los procesalistas rei-
vindican la exclusividad sobre el proceso. «A qué es debido -se 
pregunta- que una serie o sucesión de actos tenga distinta estructura 
ontológica, constituya o no una institución, la del proceso, según 
que tienda al ejercicio de la función jurisdiccional o a la adminis-
trativa, especies ambas de un género superior que las comprende: 
la función pública» 41. 
Aunque en seguida quede de manifiesto que el análisis de 
Ballbé corre el peligro de exceder a los razonamientos estricta-
mente jurídicos, no deja de señalar el problema cuando indica 
que «para que la función jurisdiccional pueda vindicar la exclu-
siva o monopolio del proceso, con eliminación de las demás fun-
ciones estatales, es menester, con evidencia, que tal serie o suce-
sión de actos, jurídicamente ordenados, sean en su esencia distin-
tos, presenten una sustancia diversa, ostenten una estructura onto-
lógica diferente según que mediante o a través de ellos se efectúe 
la función jurisdiccional, o, por lo que a los administrativistas 
concierne, función administrativa: si la esencia es la misma, si la 
sustancia no difiere, si la estructura ontológica se muestra igual 
al servir a la actuación de la función administrativa que a la juris-
diccional, no puede negarse que tan proceso han de ser, son, la 
serie o sucesión de actos que a una u otra especie de la función 
pública se refieran» 42. 
40. Cfr. ibid., p. 41. 
41. Ibid., p. 21. 
42. Ibid., p. 22. 
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A nuestro entender, sí hay algo esencialmente distintivo en-
tre esos actos que surgen en el procedimiento del proceso judi-
cial, y los que se producen a lo largo del procedimiento adminis-
trativo. Pero la postura de Ballbé tiene sin embargo el interés 
de exigir el oneroso deber de explicar este extremo. 
La conclusión a la que llega Ballbé en su análisis le sitúa en 
una tercera posición frente a las dos anteriormente descritas: «el 
proceso es patrimonio de la función pública y común, por tanto, 
a sus especies, entre ellas, desde luego, la función jurisdiccio-
nal» 43. De este modo, según su entender, el proceso entraría en 
el ámbito de · varias ramas de la ciencia jurídica, y por ello, el 
lugar adecuado para hablar de él estaría dentro de la Teoría Ge-
neral del Derecho 44. 
Sintetizando las corrientes expuestas, se evidencia que el aba-
nico doctrinal ofrece tres tipos de posturas respecto de las nocio-
nes que son objeto de nuestro estudio: la de quienes identifican 
a priori como sinónimos los conceptos de proceso y de proce-
dimiento, reduciendo la esencia de ambos a una mera serie o suce-
sión de actos, para llegar a un término; la de quienes distinguen 
ambas nociones, entendiendo que el proceso en parte es actividad, 
pero que no se limita a ella; y por último, la de quienes distin-
guiendo en principio los conceptos de proceso y de procedimiento, 
entienden que la noción de proceso es común a todas las ramas 
jurídicas, y debe ser estudiada en una Teoría General del Dere-
cho; postura que, en realidad, se acerca a la primera, pues entre 
el proceso y el procedimiento la única diferencia que encuentran 
es que en el primero se da intervención del particular junto al 
órgano público que está actuando. 
Podría decirse, a modo de síntesis, que las tres posturas coin-
ciden en señalar dónde hay actividad procedimental, y se dife-
rencian, en cambio, a la hora de apreciar dónde además de pro-
cedimiento hay proceso. 
43. Ibid., p. 14. 
44. Parecida a la de Ballbé, es la postura sostenida en Italia por Benve-
nuti, para quien la mera intervención en el procedimiento administrativo del 
interesado, supone la existencia de formas procesales. Cfr. BENVENUTI, F., Fun-
zione amministrativa, procedimento, processo. Rivista trimestrale di Diritto 
Publico, 11, 1952, pp. 118-145, especialmente en p. 139. 
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IV. LA NOCIÓN DE IUDICIUM EN EL VIGENTE C. LC. 
SU CORRESPONDENCIA CON LA ACTUAL NOCIÓN SECULAR 
DE PROCESO 
Nuevamente en la órbita del Derecho canomco, contempla-
mos cómo el § 1 del can. 1552 CIC, a diferencia de otros muchos 
cuerpos legales que regulan materias análogas, nos ofrece una no-
ción legal de iudicium, noción que es fiel a la tradición canónica 
y a su raigambre en el Derecho Romano. El Codex utiliza la expre-
sión iudicium, para designar la serie de actos producidos por el 
juez y por las partes para el conocimiento y la resolución de una 
causa 45. Pero, como decimos, no solamente es la serie de actos, 
sino también y sobre todo, el modo en que esos actos se producen, 
lo que en Derecho Canónico se designa como iudicium. 
Con la descripción de lo que debe entenderse como proceso 
judicial, el CIC inicia la parte primera de su Libro cuarto, que 
dedica a los juicios. Con ello, la sistemática del Código realiza una 
sintomática separación entre el iudicium, o proceso judicial. y lo 
que en la terminología codicial se entiende también como proceso 
-processus-, pero no realizado por órganos judiciales. Así la 
segunda parte del Libro IV, el Codex la dedicará a otro tipo de 
«proceso»: el relativo a las causas de beatificación; mientras los 
llamados procesos administrativos integrarán los cánones de la 
tercera y última parte. 
El Codex nos ofrece una noción de iudicium que no es fácil 
de relegar a la mera actividad procedimental: «Nomine iudicii 
ecclesiastici intelligitur controversiae in re de qua Ecclesia ius habet 
cognoscendi, coram tribunali ecclesiastico, legitima disceptatio et 
definitio» 46. 
El iudicium, es decir, el proceso judicial -no olvidemos que 
la rúbrica común del Libro IV es De processibus-, no se concibe 
simplemente como una serie de actos aun cuando ciertamente esté 
compuesto por actos. No es una noción que pudiera aplicarse a 
cualquier género de actividad pública. 
Como señala López Alarcón, esta descripción de iudicium se 
adapta a las más recientes concepciones procesales en el campo 
secular 47, sin que en los cánones codiciales se denuncie la ausen-
45. Cfr. ROBERTI, op. cit., p . 73. 
46. Canon 1552 C. 1. C. 
47. Cfr. LÓPEZ ALARCÓN, M., Derecho Canónico n. Autores varios. Pamplona, 
1974, p. 189. 
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cia de algún elemento esencial de los que caracterizan el proceso 48. 
Analicemos sucintamente esos elementos. 
En primer lugar, con el término iudicium del can. 1552, el 
legislador no se está refiriendo sólo a la labor lógica y exclusiva 
del juez, de progresiva formación de sus convicciones sobre el 
entramado de la controversia y que termina con el fallo. Efecti-
vamente, hay una labor lógica, no exclusiva del juez, pero el 
can. 1552 se está refiriendo sobre todo a cómo esa labor se plan-
tea y lleva a cabo, subrayándose el aspecto de disceptatia legitima 
de la controversia. No es por tanto simplemente una labor exclu-
siva del juez que conoce, sino que en ella están involucrados todos 
los restantes sujetos, que tienen algo que ver en la controversia 
de que se trata. 
De otro lado, el iudicium canónico del can. 1552 no es cual-
quier actividad ante un órgano público de la Iglesia, sino un modo 
determinado de actividad y ante un concreto órgano eclesiástico. 
Se trata de una actividad que fundamentalmente es discepta tia, 
discusión, y frente a unos órganos concretos de la Iglesia: los de 
naturaleza judicial, los jueces en sentido estricto. 
Además, el adjetivo legitima alude al carácter formal de suje-
ción del fenómeno a la ley, que quedará plasmado en todos los 
cánones de esta parte primera del Libro IV. Para que la discep-
tatia y la definitia de la controversia sean legítimas habrán de 
atenerse a las prescripciones de los sagrados cánones: deberán 
ser conformes a la ley. La adecuación a la ley de la disceptatia 
habrá de acoplarse a los dos aspectos de ésta: el aspecto sustan-
cial y el aspecto externo o de evolución temporal de la discusión. 
Es decir, el aspecto propiamente procesal -del planteamiento-, 
y el aspecto procedimental de la discusión. Tanto el modo de plan-
tearse el proceso, como el modo de evolucionar su procedimiento 
habrán de ser conformes a la ley, para que haya una discusión 
y se arribe a una definición legítima. 
De la legalidad sustancial -legalidad en el modo de plan-
tearse- depende que haya iudicium o no. Habrá iudicium, y por 
tanto proceso judicial, cuando la discusión de la controversia se 
plantee en la forma prescrita por la ley, y no sólo cuando se siga un 
cauce de actividad por ella prescrito. Es decir, cuando se plantee 
entre dos posiciones iguales en cuanto a posibilidades de ataque y 
defensa, y ante un órgano judicial imparcial. Como indica De 
Diego-Lora, «en este enfrentar, en paridad de condiciones, a los ori-
48. Cfr. PRIETO CASTRO, Tratado ... , cit., p. 13. 
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ginariamente desiguales, ante un órgano independiente y técnico-
jurídico, con posibilidades de recurrir a otro órgano jerárquica-
mente superior que emita nuevo juicio, estimamos ser el esquema últi-
mo en que consiste el proceso» 49. Estos son, en esquema, los rasgos 
propios del iudicium canónico que van a distinguirlo de cualquier otra 
institución regulada en el Libro IV del CIC: los rasgos propios 
del proceso. 
El can. 1552 nos habla del planteamiento de una controversia 
ante tribunales eclesiásticos. Es decir, ante un órgano público de 
la Iglesia independiente, no sometido en su actuación a otro límite 
que no sea el de la ley. Ciertamente, la independencia y el someti-
miento exclusivo a la ley que se predica de los tribunales eclesiás-
ticos no puede ser el mismo que el que se predica de los tribunales 
seculares. La peculiar constitución de la Iglesia no autoriza a con-
dicionar el carácter primacial del Romano Pontífice. Sin embargo, 
supuesto este dato de naturaleza constitucional, sí que cabe hablar 
de independencia y de sometimiento exclusivo a la ley de los tri-
bunales eclesiásticos, cuando menos como elemento comparativo 
respecto de otros órganos eclesiásticos. 
Pero, sobre todo, cabe hablar de una independencia intrínseca 
al proceso, es decir, independencia del juez respecto del objeto liti-
gioso; independencia que también en sede canónica cabe afirmarla 
y de modo absoluto. Es la independencia sobre el objeto del litigio, 
que se traduce en imparcialidad so. Los jueces canónicos carecen de 
interés sobre el asunto que se ventila: no son parte, son imparcia-
les. Ante un órgano imparcial, como son los tribunales eclesiásti-
cos, cobra especial relieve el elemento de la disceptatio, y hace que 
esta discusión se plantee de forma especial. La imparcialidad del 
juez eclesiástico hace cobrar a las partes un papel preponderante 
en el proceso judicial canónico: las convierte en elemento motor 
mediante el mecanismo del contradictorio 51. 
Ello nos lleva a otro elemento esencial del proceso canónico, 
cual es la igualdad de partes. No se trata de igualitarismo, sino de 
iguales posiciones de ataque y defensa. Los cc. 1990-1992 pueden ser-
virnos como buena prueba de ello. En ellos se contempla el proceso 
in casibus specialibus; un proceso sumario que se aparta nota-
blemente de las normas generales del Código. Pero es un proceso: 
49. DE DIEGo-LoRA, C., El control judicial del Gobierno Central de la Iglesia. 
«IUS CANONICUM», XI, n.O 22 (julio-diciembre, 1971), p. 293. 
50. Cfr. cc. 1613 y ss. 
51. Cfr. can. 1619 § 1. 
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hay igualdad de partes ante el juez, también igualdad de posibili-
dades procesales de ataque y de defensa. Sin embargo, es buena 
prueba de que no hay igualitarismo. Los argumentos de una parte 
-la fuerza probatoria de la prueba documental- son despropor-
cionados respecto de los que puede alegar la otra, que, sin em-
bargo, sigue gozando de las mismas posibilidades de ataque y de-
fensa. Es la fuerza de los argumentos; la arrolladora hegemonía 
de unos elementos de probanza, lo que hace que, ya desde el 
comienzo del proceso, se incline, en principio, la balanza de la deci-
sión judicial de un lado y no del otro. No es pues falta de igualdad 
procesal, es, en todo caso, desequilibrio de fuerzas, si bien esa 
prueba documental puede ser argüida de contrario. 
La igualdad formal de las partes en el proceso canónico es otra 
de las piezas clave de la institución: «a mi entender -señala De 
Diego-Lora-, el mayor logro de la sabiduría jurídica se alcanza 
en la obtención de un sistema que sitúe -al menos formalmente-
a los interesados en posición de obtener una solución justa res-
pecto a un tema o problema incierto o no suficientemente esclare-
cido, en igualdad de posiciones en relación a un órgano situado en 
nivel superior y de naturaleza pública, independiente de todo inte-
rés de parte. Igualdad de posiciones que implica igualdad de opcio-
nes de ataque y defensa para las partes, de argumentación, de prue-
bas, e incluso de impugnación de la solución dictada por dicho 
órgano» 52. 
Además de esa igualdad formal ante el juez, el iudicium canó-
co presupone una dualidad de posiciones jurídicas y una actitud 
contradictoria entre ellas. No de otro modo puede hacerse viable 
la discusión que entraña el juicio: si no hay dos partes, y si éstas 
no se colocan en posición de enfrentamiento que dé paso al con-
tradictorio, no cabría hablar de disceptatio en el can. 1552 § 1. 
Efectivamente, el CIC expresamente alude a una dualidad de 
posiciones jurídicas 53, dualidad de partes, lo que no supone sólo 
dualidad de sujetos enfrentados. También en sede canónica cabe 
el litisconsorcio, la intervención de tercero, e incluso la rebeldía 54, 
pero ello no es obstáculo a que el esquema básico del proceso se 
plantee entre dos posiciones jurídicas fundamentales, cuyos sujetos 
son llamados partes. 
La dualidad de partes posibilita la discrepancia, y en la insti-
52. DE DI¡EGo·LoRA, El control ... , cit., p. 293. 
53. Vid. por ejemplo los ce. 1711, 1747 C.1. C. 
54. Cfr. ce. 1842 y ss., 1852 y s. 
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tución procesal se traduce por contradicción 55. El contradictorio 
es el modo procesal de articular esa discrepancia de posiciones que 
actuará de motor y llevará adelante el litigio. El principio de con-
tradictorio formal viene acogido plenamente en el CIC, y es otro 
de los elementos esenciales del proceso 56. 
Estos elementos, junto al requisito que los hace posibles, 
de un cauce adecuado con fijación respectiva de derechos y 
deberes, y a la consiguiente credibilidad de la decisión que se dicte 
en definitiva, son los elementos que constituyen en esencia el pro-
ceso. Así, el iudicium canónico fundamentalmente vendrá a ser un 
modo de plantear -de formalizar- una controversia jurídica. 
Modo que necesariamente implica: un juez imparcial, ante dos 
partes procesalmente iguales, en situación de enfrentamiento, y en 
pennanente actitud hacia el contradictorio. Este será en puridad 
el esquema último también del proceso canónico, intransferible a 
cualquier otro tipo de actividad pública. Donde estos elementos 
fallen no habrá lo que se llama proceso, sino otra institución dis-
tinta. 
Este esquema corresponde a lo que hemos llamado plantea-
miento estático del proceso, del proceso canónico en este caso. 
Se trata de un conjunto de elementos relacionadoos entre sí con 
una serie de implicaciones respectivas. 
Pero evidentemente, como dijimos, las respectivas implicacio-
nes entre esos elementos -el contradictorio en que se mueven-, 
hacen que el proceso se resista a los planteamientos estáticos. Sólo 
por abstracción cabe hablar de visión estática del proceso. El pro-
ceso es una realidad dinámica, pues el contradictorio, consecuencia 
del enfrentamiento de partes, actúa de impulso motor. El proceso 
evoluciona, avanza en una direcci6n determinada, y necesita de un 
cauce, de un camino por donde avanzar: es el cauce del procedi-
miento judicial, cauce que en sede canónica viene abierto por este 
Código. 
SS. «La interposición de alegaciones contrarias ante el órgano judicial, 
la discusión, en suma, no es sólo un eficaz instrumento técnico que utiliza el 
derecho positivo para obtener el descubrimiento de los hechos relevantes para 
el proceso, sino una exigencia de justicia que ningún sistema de administra-
ción de justicia puede omitir. Por ello no aparece como discutible la vigencia 
de esta máxima, y el carácter fundamental que reviste en la mayor parte de 
las legislaciones demuestra suficientemente que no es una mera inducción 
conceptual de preceptos positivos concretos, sino una prescripción auténtica 
del derecho natural dotada de un contenido imperativo mínimo insoslayable». 
GUASP, J., Administración de justicia y derechos de la personalidad. Revista de 
Estudios Políticos, IX, 1944, pp. 91-92. 
56. Cfr. cc. 1726 y ss.; 1863, 1865 y s. 
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V. LA NOCIÓN DE «PROCESSUS» EN LOS COMENTARISTAS DEL C. 1. C. 
Antes de exponer nuestro punto de vista en torno a la distin-
ción formal de lo procesal y lo procedimental, hemos de abordar 
como paso obligado de este trabajo la discusión de la doctrina canó-
nica postcodicial en punto a nuestro tema. El interés que ofrece 
detenerse en este argumento se debe a que en la órbita canónica 
sa ha llamado processus a la resolución de una controversia jurí-
dica, independientemente del planteamiento formal que se siguiese 
para ello, con tal de que se avanzara por un cauce previamente 
reglado y se terminara en una decisión jurídica que afectase a los 
derechos o intereses subjetivos. En consecuencia, como tanto la 
función judicial como la administrativa resuelven de hecho este 
tipo de controversias, es la propia doctrina la que ha corroborado 
el carácter procesal de una tarea y de otra, cuando en rigor el único 
punto común entre ellas era el de disponer de un cauce para llegar 
a la resolución buscada. Por ello, es en la discusión de la doctrina, 
donde es menester señalar que un modo de actuar garante de las 
posiciones jurídicas de los privados no se halla indiferentemente 
en un iudicium o en un processus administrativus. 
En este sentido, no podemos coincidir con la postura adoptada 
por Lefebvre, quien, aun admitiendo la distinción entre función 
administrativa y judicial, entiende que es infructuosa en el seno de 
la Iglesia 57. El mencionado autor señala cómo, en la práctica, con-
troversias que podrían ser planteadas ante los tribunales de la Igle-
sia, son llevadas por los fieles al conocimiento de órganos adminis-
trativos, en concreto, a las Sagradas Congregaciones, en busca de 
una decisión rápida, eficaz y económicamente poco gravosa 58. En 
base a esta experiencia plurisecular, Lefebvre parece inclinarse a 
que el sistema de justicia en la Iglesia sea fundamentalmnte de na-
turaleza administrativa, y que más que esforzarse la doctrina y 
legislación canónicas por distinguir función administrativa y judi-
cial, debería irse a un sistema de justicia administrativa dotado de 
57. Cfr. LEFEBVRE, Pouvoir ... , cit., pp. 345 Y ss. 
58. «Par ailleurs, le fait que l'on préfere, généralement au mains, recourrir 
aux SS. Congrégation plutót qu'aux Tribunaux, montre que cette préférence 
leur est assurée raisonnablement par leur célerité a apprécier et par les faibles 
frais demandés, sans parler de leur efficacité» (Ibid.; p. 353). Celeridad, gratui-
dad y eficacia que la doctrina secular entiende como caracteres del procedi-
miento administrativo. Cfr. VILLAR y ROMERO, Derecho ... , cit., pp. 69 ss.; LÓPEZ 
NIETO, El procedimiento ... , cit., pp. 25 Y ss.; LANGROD, Procedure ... , cit., pp. 74 
Y ss. 
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las suficientes garantías como para atender del modo necesario a 
los conflictos planteados por los fieles. 
No es ya la distinción entre lo peculiar administrativo y lo 
peculiar judicial lo que se mezcla, sino que se llega a concluir que 
la función judicial es superflua. La tesis de Lefebvre puede signifi-
car un fuerte ataque contra los derechos subjetivos del fiel y con-
tra las esferas de libertad y actividad que a los bautizados les reco-
noce la constitución de la Iglesia 59. Sutilmente, bajo criterios de 
eficacia, se desliza en esta postura un absolutismo feroz para los 
órganos administrativos de la Iglesia 60. Se intenta plantear la judi-
cial como una función pública inútil en el seno de la Iglesia, cuya 
misión vendría cubierta por los órganos administrativos. 
En el fondo, no se reconocen con suficiente amplitud los dere-
chos del fiel, porque se les está amputando el derecho a la defensa 
en las condiciones de garantía y de respeto del derecho que sólo 
en el proceso judicial pueden alcanzarse. El derecho a la defensa 
no viene acogido, en toda su plenitud jurídica, por una serie de 
garantías de tipo administrativo que suponen a lo sumo el escueto 
reconocimiento del legítimo derecho -estrictamente exigido por el 
Derecho Natural- a ser oído antes de ser condenado. No es sólo 
el Derecho Natural de donde han de derivar las garantías de defensa 
de los derechos subjetivos, sino que el propio ordenamiento jurí-
dico los ha de reconocer y configurar como tales. Y es en el proceso 
judicial donde el ordenamiento jurídico concede a esos derechos 
subjetivos las garantías objetivas que éstos requieren para ser 
defendidos en su plenitud. Sólo el proceso concede estas garantías, 
en un planteamiento de la controversia en el que las dos posiciones 
subjetivas enfrentadas, están colocadas en una situación de igual-
dad formal, y donde el órgano decisor no está vinculado sino por 
la ley positiva que tutela esos derechos, y por los datos que afloren 
al proceso por la actividad de las partes. 
La postura de Lefebvre, aun cuando tiene el mérito de todo lo 
que mira a conseguir fines prácticos concretos, deja bastante que 
59. Sobre las exigencias que comportan estas situaciones jurídicas de 
libertad y actividad, cfr. HERVADA, J .,-LOMBAROfA, P., El Derécho del Pueblo de 
Dios, 1. Pamplona, 1970, pp. 88 Y ss. 
60. La idea no deja de estar explicitada en la reciente doctrina canónica, 
como vemos que sucede en Vitale, para quien se aplica por completo a la 
Iglesia el modelo de los Estados Absolutos, donde no cabe sino la sumisión 
de los administrados a los dictados de la Administración pública. (Cfr. VITALE, 
Notte sul problema della distinzione fra giurisdizione ed amministrazione nel 
diritto canonico. Diritto Ecc1esiastico, 1961; pp. 312 Y ss. 
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desear en orden a la adecuada garantía de las pOSICIOnes jurídicas 
de los fieles. Además, no coincidimos en el carácter prioritario que 
da a la nota de la rapidez, como integrante de la función de justi-
cia 61. Es cierto que la justicia debe ser rápida, pero sólo con aquella 
celeridad que la prudencia y la adecuada garantía permitan. La ra-
pidez, en cambio, es principio rector de la actividad administrativa, 
pues está en relación íntima con la perseguida eficacia en la gestión 
de los intereses colectivos. 
La nota propia de la función de justicia será más bien la de 
garantía, y que Lefebvre propugne una justicia fundamentalmente 
administrativa supone no tenerla en cuenta. Como indica De Diego-
Lora, «tanto cuando se legisla en la Iglesia, como cuando se admi-
nistra o se juzga ... , se pretende llevar a cabo una tarea de justicia 
para el buen régimen de la sociedad eclesiástica» 62, pero ello no 
significa que todas esas tareas o funciones puedan ser igualmente 
aptas para dar respuesta a las adecuadas garantías de las posiciones 
jurídicas de los fieles. Ciertamente, esas garantías se pondrán en 
juego sólo en la medida de la tutela solicitada por los fieles 63, y 
puede suceder que éstos prefieran acudir a un órgano administra-
tivo, renunciando a la protección que podrían recibir de un órgano 
judicial. Pero ello no debe contentar al jurista, y menos aún indu-
cirle a cerrar ese camino -el judicial- donde la protección del 
particular llega a alcanzarse del más completo de los modos que la 
sabiduría jurídica ha sido capaz de componer. 
De otro lado, parece cuando menos discutible la indicación de 
Lefebvre de que sólo la rapidez de actuación ha movido hasta hoy 
a los fieles a pedir justicia ante los órganos administrativos. No es 
que no reconozcamos el dato de hecho, sino que tal vez haya otras 
razones, tanto o más poderosas, que han influido en el fenómeno 
señalado por el autor, y que no son precisamente razones que per-
tenezcan a la exclusiva voluntad de los justiciales. La propia con-
fusión fáctica de las funciones administrativas y judicial; el escaso 
reconocimiento histórico de las posiciones de naturaleza jurídica 
61. «De cette experience pluriseculaire ne faut-il pas conc1udere qu'il 
vaut mieux s'attacher a perfectionner les moyens préférés par les justiciables, 
quitte a sacrifier certaines garanties, du moment que confiance est faite a 
une procédure meme qualifiée de procédure administrative. L'essentiel n'est-il 
pas d'assurer la justice assez rapidement a la satisfaction des justiciables?» 
LEFEBVRE, Pouvoir judiciaire ... , cit.; p. 354. 
62. DE DIEGo-LoRA, La función ... , cit., p. 293. 
63. CARNACINI, T., Tutela giurisdizionale e tecnica del processo. Studi in 
onore di E. Redenti, 11, Milán 1951, p. 742. 
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del fiel; la misma inercia práctica y el tenor de los textos positivos 
que sólo abrían la vía judicial a determinadas causas, de forma 
que llegase a polarizarse ésta en cuestiones casi exclusivamente 
matrimoniales, son razones tal vez tanto o más poderosas para 
explicar la situación que Lefebvre menciona. 
De ello se deduce la enorme importancia práctica de señalar 
en la discusión doctrinal aquellos factores peculiares que son pro-
pios del proceso y de los que un procedimiento administrativo 
carece por completo. El esfuerzo doctrinal que en tal sentido debe 
acometerse se evidenciará seguidamente al analizar el espectro 
doctrinal de los comentaristas al Código. En él creemos notar la 
ausencia de la distinción esencial entre iudicium y processus gene-
ralizada ya en aquella época entre los mismos procesalistas secu-
lares. Es más, como se notará, la confusión se acentúa paradójica-
mente, en la medida en que los autores canónicos admiten influen-
cias sólo parciales de la doctrina secular. Para la exposición, hemos 
sistematizado las diversas corrientes doctrinales, según los diver-
sos autores acentúen en su noción de proceso el aspecto formal o 
el sustancial, y según utilicen o no como sinónimas las naciones 
de proceso y de procedimiento. Pero adviértase ya desde ahora 
que en todas las nociones formales se alude exclusivamente a lo 
que hemos denominado forma jurídica de actividad -procemien-
to-, y no a la forma jurídica del planteamiento, donde para nos-
otros se halla el núcleo de lo procesal. 
a) Nociones prevalen temen te formales de processus. 
Para un grupo mayoritario de la doctrina canónica, el proces-
sus consiste en una serie de actos jurídicos que debe realizar un 
órgano cualquiera de la Organización eclesiástica, para poder ema-
nar una decisión jurídicamente eficaz. Es decir, processus sería un 
cauce formal abierto por la ley canónica para la actuación de los 
órganos públicos de la Iglesia 64. Este es el sentido prevalente que 
la noción de processus tiene para los canonistas que seguidamente 
veremos. Decimos prevalente porque, ya desde un principio, es-
tos autores enfocan la noción de proceso desde dos perspectivas 
64. Nótese el parecido de esta noción con algunas posturas que en campo 
secular identificaban proceso y procedimiento. Sin embargo, como indicare-
mos, sería incorrecto identificar por completo lo que estos canonistas desig-
. nan como procéssus y lo que la doctrina secular predominante llama procedi-
miento. 
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distintas: una que llaman objetiva y otra subjetiva o simplemente 
formal 6s• 
El proceso, en el primer sentido, objetivo o normativo, será 
para estos autores el conjunto de normas jurídicas que determi-
nan el cuace formal que deberá seguir la autoridad eclesiástica 
para emitir una decisión. En el decir de Cappello, es el «complexus 
normarum, quae determinat formam et rationem qua causae cog-
nitio ac definitio per magistratu ecclesiasticum persolvenda 
est» 66, es decir, el conjunto de leyes que regulan lo que los juristas 
seculares denominaban procedimiento. 
Hace notar Lega que a este sentido objetivo del concepto 
canónico de proceso debe referirse el adjetivo legitima que, como 
indicamos, utilizaba el can. 1552 en la descripción del concepto 
de iudicium 67; es decir, que la disceptatio judicial es legítima sólo 
cuando se respeta el procedimiento que marcará el curso del pro-
ceso, cuando se atiene a las leyes que determinan el modo en que 
debe realizarse esa disceptatio. 
En el otro sentido, subjetivo o formal, como lo llaman estos 
autores, el processus será la propia serie o conjunto de actos jurí-
dicos que irán integrando los períodos señalados por las normas 
legales, es decir, el «complexus vel series actuum et solemnitatum, 
quae a lege praescribuntur pro quaestionibus pertractandis aut ne-
gotiis expediendis publica auctoritate» 68. 
Como decimos, buena parte de los comentaristas del Codex, 
al tratar el Derecho Procesal Canónico, suscriben, cuando menos 
en parte, este significado del processus. La noción es muy amplia, 
y por ello capaz de abarcar toda la extensa gama de los procedi-
mientos administrativos y de los judiciales que encauzan propia-
mente un proceso -iudicium-, en lo que éstos tienen de dimen-
sión externa o despliegue de actividad. El propio Lega no deja 
de señalarlo expresamente al decir que el processus -entendido 
en este sentido de serie de actos-, como parte necesaria del 
iudicium estrictamente judicial, no es en absoluto algo exclusivo 
65. Cfr. por ejemplo la expOSlClon de NOVAL, l., De Processibus. Roma, 
1920; p. 2; VERMEERSCH-CREUSEN, Epitome luris Canonici, III. París-Bruselas, 
1956; p. 1; REGATILLO, F., lnstitutiones luris Canonici, III. Santander, 1951; p. 215; 
LEGA, H., Commentarius in ludicia Ecclesiastica, 1. Roma, 1950; p. 2; e in-
cluso CAPPELLO, Summa ... , cit., p. 8, a pesar de que, como veremos, nos ofre-
cerá una noción de proceso fundamentalmente de índole sustancial. 
66. CAPPELLO, Summa ... , cit.; p. 8. 
67. LEGA, Commentarius ... , I, cit.; p. 2. 
68. NOVAL, De processibus ... , cit., p. 2. 
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del peculiar modo de conocer y definir las causas judiciales, sino 
que también se presenta en la necesaria instrucción previa de los 
decretos administrativos 69. 
La misma noción está sustancialmente presente también en 
Coronata para quien «processus est series sollemnitatum iudicarum 
in quaestionibus tractandis et negotiis iuridicis expediendis ex pu-
blicae auctoritatis sanctione servandarum» 70. 
La acepción que aquí se maneja de proceso queda caracteri-
zada por una serie de elementos que pueden subsumirse en cual-
quier actividad procedimental. De un lado, el proceso es -para 
estos autores- fundamentalmente una serie o concatenación de 
actos, una actividad jurídica que tiende a un fin. Esta nota supone 
ya un primer toque de atención respecto de la noción de proceso 
elaborado por los procesalistas seculares y de la noción canónica 
de iudicium, pues con ella está designándose sólo un aspecto de 
aquella actividad que llamamos judicial: el aspecto externo del pro-
cedimiento. 
Otra nota que abunda en la misma línea es la referencia a las 
solemnidades o formas jurídicas en que se ven envueltos esos actos. 
Las solemnidades jurídicas esencialmente se traducen en garantías, 
y esto es algo peculiar que el procedimiento jurídico aporta a la 
forma sustancial en que consiste el proceso. Pues bien, para estos 
autores, lo que distinguirá el proceso judicial del proceso adminis-
trativo será sólo un mayor rigor formal y de garantía del cauce ju-
rídico. 
Otro elemento más es el del órgano público llamado a decidir. 
El empleo del amplio concepto de publica auctoritate permite en-
globar en la expresión tanto al órgano administrativo como al ju-
dicial. 
69. «At processus, pars iudicii necessaria, non est tantum exclusive pars 
et medium cognitionis et definitionis iudicialis, sed aeque adhibetur uti praevia 
instructio decreti administrativi; inde habetur processus vel iudicialis vel ex-
traiudicialis qui distinguitur in administrativum disciplinaren, informativum» 
(LEGA, Commentarius ... , I. cit.; p. 2). Nótese que esta utilización del concepto 
de proceso no encuadra con la noción de proceso -apud iudicem- que el 
propio Lega nos había ofrecido poco antes como «complexus legum quibus 
determinatur modus disceptandi causas easdemque definendi apud iudicem» 
(Ibid). Ello evidencia un indiscriminado empleo del término proceso, unas 
veces referido a un conjunto de normas y otras a una serie de actos, que 
si bien concuerda con los dos sentidos empleados por la doctrina -objetivo y 
subjetivo-, Lega no advierte el paso de un sentido a otro, lo que explica la 
imprecisión con que va a utilizar más tarde este concepto de proceso. 
70. CONTE A CORONATA, Institutionés Iuris Canonici, III. Roma, 1956; p. 1. 
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Por todo ello, en atención a las reflexiones hechas hasta aquí, 
podría decirse, en un primer momento, que estos autores al hablar 
de processus, en realidad se están refiriendo a algo que tiene en 
común el actuar de todos los órganos de la Iglesia, sin que sea algo 
propio y exclusivo de un sólo tipo de órganos. En páginas prece-
dentes se llamó a este factor común, procedimiento de actuación, 
cauce formal o simplemente, procedimiento. 
Aparentemente la cuestión parece puramente terminológica. 
Bastaría con decir que lo que en la doctrina jurídica secular se 
designa como procedimiento, según estos autores, en el Derecho 
Canónico recibe el nombre de proceso. Sin embargo, este es sólo 
un lado del problema, pues en el campo canónico bajo el concepto 
de proceso late también un cierto enfrentamiento formalizado de 
posiciones intersubjetivas merecedoras de que se haga observar, 
respecto a una de ellas, la tutela jurídica. El problema radica en 
que se pueda entender, por la doctrina canónica, que tal formaliza-
ción es procesal cualquiera que sea el modo concreto en que se 
lleve a cabo, tanto si se realiza bajo los moldes formales del plan-
teamiento del iudicium, como si se formaliza bajo algún otro de 
los modos recogidos en el Libro IV. 
En estas definiciones no se pretende realmente dar una no-
ción de procedimiento como mero cauce formal, sino una noción 
de algo que puede ser llamado proceso por lo que tiene de forma-
lización de una controversia. Así se evidencia cuando autores como 
Blat, partiendo de estos mismos planteamientos, no se ajustan a 
un concepto meramente formal de proceso, sino que lo integran 
con factores sustanciales. 
Blat entiende por proceso la «seriem actuum qui ponendi sunt 
sub quodam ordine et a designatis personis ad certas controversias 
dirimendas veZ quaedam negotia expedienda per auctoritatem Ze-
gitimi Superioris ecclesiastici» 71. Con esta definición trata de en-
globar la actividad administrativa y la judicial, lo que él llama pro-
ceso administrativo y proceso judicial, operándose un reduccio-
nismo de lo que esencialmente caracteriza el iudicium a los facto-
res formales más extrínsecos del mismo. 
Sin embargo, no cabe duda de que la noción de proceso que 
ofrece Blat pretende observar el fenómeno jurídico procesal en 
su misma entraña, no sólo referida a la mera actividad, sino al 
concreto modo de tratarse los asuntos en un instrumento y en otro. 
71. BLAT, A., De Processibus. Comentarium textus Codicis Iuris Canonici. IV. 
Roma, 1927, p. 2. 
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Pero a pesar de ello, parece no hallar ninguna diferencia esencial 
que obligue a separar conceptualmente uno y otro modo de re-
solver. 
Tanto Blat como Noval o Coronata tienen en cuenta, al hablar 
del proceso, que en esta forma jurídica hay algo más que la mera 
sucesión de actos procedimentales. Sin embargo, la incompatibi-
lidad de sus planteamientos con la doctrina secular está en enten-
der que existe proceso cualquiera que sea el modo de plantearse 
formalmente la controversia, sin tener en cuenta que resolver pro-
cesalmente una controversia exige ya un concreto modo de resol-
ver formalmente y de plantearse formalmente la misma: la de los 
cc. 1552 y siguientes. 
Es evidente cómo detrás de este problema late la confusión 
entre función administrativa y función judicial. Para la doctrina 
secular, dirimir controversias es lo propio de los órganos judicia-
les; para algunos canonistas, tanto los jueces como los órganos admi-
nistrativos pueden dirimirlas utilizando la vía del proceso. 
Pero en el terreno formal, la confusión se concreta en enten-
der que cualquier modo de resolver controversias sería procesal, 
aun en el caso de que tal modo de resolver difiriera sustancial-
mente de unos supuestos a otros. Se está cayendo en el peligro 
de emparejar ambos fenómenos con arreglo a lo que tienen de 
más externo y accidental, sin entrar a compararlos en razón de sus 
requisitos y notas esenciales. 
Cual sea la diferencia entre un tipo de processus y otro, estos 
mismos autores tratan de explicarla. Tanto Noval, como Blat o 
Regatillo, nos hablan de tres tipos de proceso 72. De un lado, esta-
ría el proceso judicial, que se desarrolla ante los tribunales de jus-
ticia, con arreglo a las formas rígidas y solemnes que prescriben 
los sagrados cánones; es propiamente el proceso que se realiza 
en vista del iudicium. Pero además, según estos autores, caben otros 
dos tipos de supuestos procesos: el ultrajudicial y el administra-
tivo. El primero de ellos es el que se sigue en las causas de beati-
ficación, conforme a una normativa también rígida, pero no · ante 
un órgano propiamente judicial. El segundo, es el supuesto pro-
72. "Processus dividitur in iudicialem et extraiudicialem ve1, melius, non 
iudicialem; prout in eo forma seu normae iudiciales servantur vel secus. For-
sitan melius adhuc diceretur quod processus est vel a) iudicialis, qui in iudiciis 
servatur; vel b) ultraiudicialis, qui in causis sanctorum adhibeatur; vel c) ad-
ministrativus sive gubernativus, qui in ceteris negotiis locum habet» (NOVAL, 
De Processibus ... , cit.; p. 2). En el mismo sentido, cfr. BLAT, De Processibus ... , 
cit.; p. 2; REGATILLO, Institutiones ... , IV. cit.; pp. 215 Y ss. 
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ceso administrativo, disciplinar o gubernativo, como proceso em-
pleado en la resolución de expedientes o aplicación de sanciones, 
como una vía formal, mucho menos rígida que el proceso judi-
cia1 73 • La sola diferencia entre un proceso y otro, que estos auto-
res conciben, es de carácter externo y procedimental; es decir, de 
intensidad y grado en las garantías jurídicas que las normas de 
procedimiento conceden a los particulares que intervienen en los 
diversos tipos de processus. 
Coronata, por su parte, realiza un mayor esfuerzo de síntesis. 
Señala cómo en sustancia hay sólo dos tipos de proceso en el CIC: 
el judicial y el administrativo. La distinción de uno y otro vendrá 
dada -según él- por la propia naturaleza de la cuestión que se 
ventile, así como por las solemnidades que se observen en los 
citados procesos. Para este autor, aparte de las garantías jurídicas, 
lo distintivo entre proceso administrativo y judicial vendrá dado 
por la naturaleza del objeto: si se hace referencia a un derecho 
subjetivo, habrá proceso judicial, ante órganos judiciales; si se 
trata simplemente de un interés legítimo, la sede adecuada sería 
aquella de un proceso administrativo 74. 
Uprimny, por el contrario, entiende que en Derecho Canónico 
no puede darse una diferencia fundamental entre porceso judicial 
y lo que se denomina proceso administrativo. «Este último -añade-
llamado también -y con más propiedad (sic)- proceso discipli-
nario, es sencillamente un proceso sumario» 75. 
Dejando aparte lo categórico de la afirmación, resulta ilustra-
tivo el camino por el que Uprimny ha llegado a ella, apoyándose 
en que en la Iglesia no se da ni puede darse -en su opinión-, 
como de hecho y de derecho sucede en la sociedad civil, distinción 
real entre potestad administrativa y judicial. El iter que sigue en 
su razonamiento, al menos en principio, parece lógico: si no hay 
distinción real de funciones, tampoco pueden distinguirse modos 
de actuar diferentes. A esto es a lo que repetidamente aludimos, tra-
73. Es de señalar que la clasificación hecha por estos autores es una 
muestra más de lo apegada que resulta su doctrina respecto de la letra del 
CIC. Si observamos, nos están hablando de tantos procesos como partes 
tiene el Libro IV del CIC, y para cada parte señalan 1lÍl tipo distinto de pro-
ceso, en razón justamente de la rúbrica general del Libro IV que los com-
prende a todos. 
74. "Processus iudiciales et administrativi esse possunt pro natura quaes-
tionis de quibus agitur et solemnitatum servandarum» (CoNTE A CORONATA, 
Institutiones ... III, cit,; p. 1). 
75. UPRIMNY, De la distinción ... , cit., p. 496. 
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tando de señalar que detrás de la distinción entre el proceso y el 
procedimiento administrativo late el problema de la distinción de 
funciones. El hilo de estas reflexiones nos alejaría del terreno en el 
que estamos moviéndonos. Pero, sin embargo, Uprimny sí que admi-
te alguna distinción de funciones: la meramente formal de estar 
desempeñada la una por jueces y por funcionarios administrativos 
la otra 76. Pues bien, si el proceso es un cauce formal, cabría hacerlo 
depender de esa distinción formal que Uprimny admite, y no tanto 
de la distinción material que rechaza. 
En una noción prevalentemente formal como es la de proceso, 
poder distinguir entre proceso y procedimiento administrativo no 
depende tanto de que se admita una distinción material de esas fun-
ciones, sino que es suficiente con que se admita una distinción for-
mal. Si sólo distinguimos formalmente entre administradores y 
jueces, quizá no se pueda establecer una distinción material de com-
petencias entre unos y otros, pero indudablemente sí podrá hacerse 
una distinción también formal de modos de actuar; y esto es lo 
que ahora interesa. Para todos estos canonistas, tanto los jueces 
como los órganos administrativos o tienen competencia para dirimir 
controversias: no se pueden distinguir campos de actuación, puesto 
que todos tienen competencia para ello. Pero sí cabe distinguir en-
tre modos de actuación, y el procedimiento en un caso será distinto 
del otro. Lo propio y distinto les vendrá dado por las respectivas 
características formales de esas funciones formalmente distintas. 
En síntesis, para todos estos autores que ofrecen una noción 
prevalentemente formal y externa de proceso -que se fijan sobre 
todo en lo que en éste hay de cauce-, éste queda configurado como 
un conjunto de actos (proceso en sentido subjetivo) que siguiendo 
el cauce formal establecido por las normas legales (proceso en sen-
tido objetivo), se dirigen a la resolución de una controversia. Según 
la mayor o menor intensidad de las formas solemnes de actuación 
en garantía, el proceso será judicial o administrativo. Todo ello, 
salvo lo relativo a la formalización de la controversia, coincide con 
cuanto decíamos era procedimiento: judicial o administrativo, de-
pendiendo en parte, como dato fáctico, del rigor formal. 
El problema que observamos en el campo secular vuelve a 
estar presente, al menos en parte, en sede canónica. Las nociones 
meramente formales de proceso, que fijan el interés sobre todo en 
el cauce formal, al hablarnos sólo de la actividad, no son aptas 
para mostrarnos claramente lo que en el proceso hay además de 
76. Ibid., p. 493. 
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procedimiento, porque son nociones que más que referirse a la 
dimensión sustancial del proceso nos hablan sólo de su lado exter-
no, procedimental; y el proceso, aun cuando también sea una reali-
dad formal, contiene algo más, de naturaleza sustancial, que el mero 
procedimiento. 
El tema de la formalización de la controversia es el único fac-
tor no procedimental; pero en rigor tampoco puede ser calificado 
siempre de procesal, pues tal calificación alude a un modo concreto 
de formalizarse y de plantearse la controversia, que, a nuestro enten-
der, sólo es viable en un procedimiento de garantías objetivas, que 
parta del más absoluto respeto a los principios de igualdad formal 
de partes, imparcialidad y consiguiente independencia del órgano, 
y enfrentamiento que postula el contradictorio. 
b) Concepciones prevalentemente sustanciales de processus. 
Otros canonistas abordan la noción de proceso, no desde el 
punto de vista de la actividad por la que discurre el proceso, sino 
desde lo que esta actividad tiene de sustantivo. En otras palabras, 
se preguntan en qué consiste la actividad procesal. 
De especial interés nos parece en estos momentos el estudio de 
la doctrina de Cappello sobre el proceso, de un lado, por su influen-
cia en la doctrina canónica, y de otro, porque tal vez sea un buen 
botón de muestra para evidenciar la confunsión en sede canónica 
de nociones como proceso, juicio y procedimiento. Tal vez res-
ponda ello a que Cappello intenta de un lado seguir fiel a la letra 
de la ley canónica, y de otro, armonizar su doctrina con los culti-
vadores del Derecho Procesal secular. 
Además, el interés que tiene su postura a los efectos de este 
estudio es que Cappello intenta una noción de proceso de índole 
sustancial. Se acerca así a los postulados de este estudio sobre la 
necesidad de ir hacia nociones de proceso que lleven a una clara 
separación respecto de 10 que es mero cauce, también formal como 
el proceso, pero sólo cauce a diferencia de él,como es el procedi-
miento. Sin embargo, vuelve nuevamente a alejarse de esta postura, 
y ya de forma definitiva, pues termina por dar una noción de pro-
ceso tan amplia que es capaz de ser referida a cualquier tipo de 
actividad, incluso a la meramente procedimental. Para Cappello, el 
proceso es la «legitima cognitio ac definitio causae a competente 
magistratu ecclesiastico peracta» 77. Una noción tan genérica de pro-
77. CAPPELLO, Summa ... } cit., p. 9. 
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ceso que puede ser referida a cualquier actuación de órganos pú-
blicos, y que conviene analizar en correspondencia con el resto de 
las enseñanzas de este autor. 
En primer lugar queda puesto de relieve que no quiere ser 
una noción meramente formal de proceso, ya que alude especial-
mente a su contenido sustancial. El adjetivo legitima es la única 
indicación de índole ' formal inserta en el concepto, con la que se 
está aludiendo a la adecuación a la ley de las formas de actuación. 
La misma generalidad facilitaría, en un principio, englobar dentro 
de la noción expuesta tanto la actividad administrativa como la 
judicial, pues, efectivamente, tanto en una como en otra existe una 
cognitio ac definito causae. Es más, por ello mismo, aun cuando 
se trate de una noción sustancial, no habría inconveniente en refe-
rirla tanto a lo que la doctrina del derecho secular llama procedi-
miento administrativo, como a lo que ésta entiende que es proceso 
judicial, pues también en un procedimiento administrativo se efec-
túa esa cognitio ac definitio, aun cuando esta labor no coincida con 
el procedimiento mismo que es mero cauce formal. 
El mismo Cappello señala expresamente la intencionalidad con 
la que ha empleado la expresión competente magistratu ecclesias-
tico, indicando que obedece al intento de englobar en ella tanto 
al juez como al órgano administrativo 78. Está tratando de definir 
una actividad común a la función administrativa y a la judicial. 
La pregunta que surge necesariamente entonces es ésta: ¿Qué 
tienen de común esas dos actividades? Su respuesta se señalaba 
antes: ser una cognitio ac definitio causae. 
La primera cuestión que se plantea es qué entiende Cappello 
por causa. En un sentido amplio, el término puede referirse a 
cualquier tipo de asunto, y englobar desde una petición de gracia 
a un enfrentamiento intersubjetiva. En el primer sentido, no ha-
bría inconveniente en referir esa actividad a la propia de los órga-
nos administrativos; pero en el segundo caso el problema -sobre 
el que nos hemos querido entrar de lleno- sería muy distinto. 
Pues bien, en Cappello el término causa va referido a todo tipo de 
asunto, cualquiera que sea su naturaleza; es decir, incluye tam-
bién en él las controversias jurídicas, que por lo tanto somete 
indistintamente a la cognitio ac definitio de órganos administrati-
78. «Consulto dicimus «per magistratum ecclesiasticum» non vera per 
iudicem, qua in processu administrativo sive aeconomico superior ecc1esiasticus 
non est propie iudex, nec fungitus revera iudicis munere" (CAPPELLO, Summa ... , 
III, cit.; p. 8). 
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vos o judiciales. Con ello, la genenca definición de proceso englo-
baría tanto la tarea que se cumple en el procedimiento adminis-
trativo, como la tarea estrictamente procesal ante órganos judicia-
les, y, según él, también ante órganos administrativos; aunque aquí 
nos hable sólo de causa, no deja de estar presente en su pensa-
miento la idea de controversia jurídica allí comprendida 19. 
Quizá sea cierto que 80 Cappello admita la distinción entre 
proceso y procedimiento, pero, sin embargo, de lo que no cabe 
duda es de que su noción de proceso engloba tanto la actividad 
que desarrolla uno como la de otro. En cualquier actividad pú-
blica hay una cognitio ac definitio causae. Es más, su noción de 
proceso, al ser tan genérica, comprende en cierta medida también 
la noción de iudicium que nos ofrece el can. 1552 § 1, y respecto 
de la que Cappello pretendía establecer una distinción. La distin-
ción de matiz nos vendrá por otra parte. 
Es interesante comparar la noción de proceso de Cappello con 
la descripción que el can. 1552 § 1 nos hace del iudicium, pues exis-
ten algunos rasgos esclarecedores. La cagnitio ac definitío causae 
de que habla Cappello puede englobar ciertamente la legitima dis-
ceptatio et definitio en que según vimos consistía el iudicium. Aque-
lla noción es más genérica y comprende a ésta. Pero el can. 1552 
nos hace ver una nota que sólo es propia del iudicium y de la 
cognitio -utilizando la expresión de Cappello- que llevan a cabo 
los órganos judiciales. Esta nota -muy interesante a nuestro modo 
de ver- es la disceptatio, la discusión, propia sólo del iudicium. La 
distinción entre la mera cognitio y la disceptatia nos dará la clave 
para distinguir proceso y procedimiento en Derecho Canónico. 
El proceso, según Cappello, es cognitio, mientras que el iudicium 
es disceptatio. Siempre que hay disceptatio -iudicium- hay cogni-
tio .. . competente magistratu ecclesiastico -es decir, proceso, para 
Cappello-. Pero no al revés; no siempre que hay proceso hay juicio 
-disceptatio- como sucede para este autor con lo que él llama 
proceso administrativo, que no tendría que comportar presencia ac-
tiva de las partes en la discusión de la causa. Con ello, aun cuando 
-repetimos- el concepto de proceso que da Cappello sea susceptible 
de englobar al iudicium, el propio can. 1552 § 1 nos marca ya la 
distinción. 
Continuando por esta línea de Cappello, entendemos que cabría 
79. Cfr. CAPPELLO, Praxis Processualis, Torino, 1948; p. 3. 
80. Cfr. LÁZARO, C., Influencia del proceso extraordinario en la noción de jui-
cio canónico. Pamplona, 1966; p. 20. 
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decir que precisamente la disceptatio que entraña el juicio como nota 
sustancial, hará que la cognitio judicial sea llevada a cabo mediante 
disceptatio en los procesos judiciales, mientras que en los supuestos 
procesos administrativos seguiría siendo mera cognitio, sin disceptatio. 
Sería éste un punto de distinción entre el supuesto proceso admi-
nistrativo y el proceso judicial; es decir, una distinción en cuanto 
al modo de plantearse la cognitio. 
Sintetizando lo expuesto hasta aquí, diremos que la noción de 
proceso de Cappello puede ser referida tanto a lo que llamamos pro-
cedimiento administrativo -en lo que tenga éste de sustancial- como 
al supuesto proceso administrativo y al proceso judicial. En estos 
dos últimos casos se trataría de dilucidar una controversia, si bien, 
en el segundo mediante la disceptatio del iudicium, que estaría ausente 
en el proceso administrativo de mera cognitio. 
Con todo ello queda puesta de relieve la confusión de nociones 
que no deja de estar presente en el resto de la doctrina canónica, y 
que, como decimos, es preciso clarificar. El propio Cappello realiza 
un esfuerzo por distinguir no ya el proceso del iudicium, sino el pro-
ceso judicial del administrativo, que no podemos silenciar. Siete son 
los puntos en que uno y otro -a su entender- difieren, y que a 
continuación expondremos. 
En primer lugar, la distinción nos vendrá de parte del órgano 
llamado a conocer. El proceso judicial será la cognitio realizada por 
el juez o tribunal competente. En el proceso administrativo, será el 
Ordinario, el Vicario general u otro órgano administrativo el que rea-
lice la cognitio. Con ello Cappello está admitiendo la distinción de 
funciones dentro de la Iglesia, aun cuando el asignar la tarea de 
resolver controversias mediante el proceso, tanto a una función como 
a otra, induzca a pensar que no coincide con la doctrina secular 
acerca del contenido que debe tener una función y otra. 
Un segundo matiz de distinción nos vendrá dado por las for-
malidades procesales que se sigan en uno y en otro tipo de proceso. 
En el judicial, nos dirá, deben observarse todas aquellas formalida-
des que prescribe el CIC en los can. 1552 y siguientes, en atención 
a la adecuada garantía jurídica de las posiciones de las partes. En 
cambio, en el proceso administrativo basta con que se respeten los 
criterios generales de justicia y equidad. 
El tema es de suficiente interés como para no tocarlo sólo de 
pasada. Ya se ha señalado la diferencia entre la mera cognitio del 
supuesto proceso administrativo y la disceptatio del proceso judicial. 
Pero es aquí donde la cuestión tiene su correcta sede, al hablar de 
las formalidades del proceso. Nótese la diferencia que existe entre 
dirimir una controversia, un enfrentamiento de posiciones jurídicas 
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tuteladas por el Derecho, mediante la utilización de las garantías 
jurídicas que el ordenamiento de la Iglesia concede, es decir, me-
diante una disceptatio realizada con arreglo a las formalidades de 
garantía de los sagrados cánones, o bien dirimida mediante la mera 
cognitio, ausente discusión, llevada a cabo bajo el imperio de cri-
terios generales de justicia y equidad. Viene a ser la misma dife-
rencia existente entre la juridicidad o no de un proceso. 
El mismo Cappello une a ello un nuevo matiz de distinción no 
ya referido a los aspectos formales, sino a los sustanciales del proceso. 
Mientras el proceso judicial -dice-, se dirime en estricta sujeción 
a las normas jurídicas, el supuesto proceso administrativo es resuelto 
ex bono et aequo, mediante reglas, más morales que jurídicas, de 
bondad y equidad. 
y éste es un punto que marca una profunda diversidad entre el 
actuar de los jueces y el de los órganos administrativos canónicos. 
Recordemos que Cappello entendía el proceso como legitima cognitio, 
entendiendo por legítima la adecuación a la ley de la cognitio. Pues 
bien, al decirnos ahora que esa legitimidad de los órganos adminis-
trativos en el aspecto formal consiste en respetar los criterios gene-
rales de justicia y equidad, y en el aspecto sustancial en seguir la 
regla ex bono et aequo, ¿acaso no hay una profunda diferencia res-
pecto a la legitimidad que, tanto en el aspecto formal como en el 
sustancial, se pide a los órganos judiciales? Y, de otro lado, ¿dónde 
queda, en el supuesto processus administrativo, la garantía y la pro-
tección que merece la defensa de las posiciones jurídicas dignas de 
tutela de los fieles? 
Si, como dice Cappello, tanto el aspecto sustancial como el formal 
del supuesto processus administrativus, aun cuando afirme que de-
ban atenerse a ciertas normas estrictamente jurídicas 8\ están some-
tidos fundamentalmente a reglas de equidad 82, no entendemos cómo 
tal proceso puede considerarse suficiente para dirimir una contro-
versia que en sí misma no viene planteada ni surge en el mundo 
jurídico material en parámetros de equidad sino en parámetros es-
trictamente jurídicos, de colisión de posiciones intersubjetivas pro-
tegidas por normas estrictamente jurídicas y no de equidad. Ni 
tampoco parece conveniente dar el mismo nombre a dos formas de 
resolución de la controversia que el mismo Cappello entiende tan 
diversas. 
Otros puntos de distinción indica además Cappello, entre proceso 
81. Cfr. CAPPELLO, Summa ... , cit., p. 13. 
82. Cfr. CAPPELLO, Praxis .. . , cit., p . 3. 
386 JUAN IGNACIO ARRIETA 
judicial y el supuesto proceso administrativo, pero exceden del plano 
formal de nuestro trabajo: la diferencia entre decreto y sentencia; 
entre recurso y apelación; la fuerza de cosa juzgada de las decisio-
nes judiciales, que nunca se da en las decisiones que ponen fin a 
un proceso administrativo. La sola garantía propiamente jurídica 
que reconoce Cappello en el supuesto proceso administrativo consiste 
en la posibilidad de plantear eventualmente la cuestión ante un ór-
gano judicial, mediante la formalización de un proceso judicial, es 
decir, la vía del contencioso administrativo. 
El único punto común entre ambos processus es, en sustancia, 
el admitir que uno y otro pueden ser vías adecuadas para dirimir 
controversias jurídicas, consecuencia de no haber afrontado en todos 
sus extremos la distinción de funciones y el cometido propio de cada 
una de ellas. Por eso, el processus administrativus de Cappello no 
es formalmente diverso del procedimiento administrativo secular; 
la sola diferencia, debida como decimos a razones de otra índole, 
estriba en que en campo secular jamás se ha considerado al proce-
dimiento administrativo como cauce adecuado para dirimir contro-
versias jurídicas, tanto porque no ofrece las necesarias garantías ob-
jetivas de respeto a las posiciones jurídicas que le vienen planteadas, 
como porque no es esa la función y cometidos propios de los órganos 
administrativos. 
Una línea similar a la de Cappello sigue Uniao Dos Palmares 83, 
quien además señala expresamente cómo en el supuesto proceso ad-
ministrativo «primarius scopus est brevitas, quae ob diversissima 
motiva suadetur aut praecipitur, sciZicet: veZ ob animarum bonorum, 
veZ ne exercitium iuris per Zongum tempus suspensus maneat, veZ 
ne expensae augeantur veZ ut facilitetur negotiorum absoZutio» 84. 
Ello permite observar que la razón de eficacia a la que, a 
nuestro entender se rinde primariamente el procedimiento admi-
nistrativo, no puede ser referida de igual modo al iudicium o pro-
ceso judicial 85. En efecto, parece incorrecto enfocar bajo criterios 
de brevedad la resolución de controversias conforme a Derecho, 
83. UNIAO DOS PALMARES, R., De processu sumario -ex notorio- adminis-
trativo in iure canonico. Roma, 1956, pp. 104 Y ss. 
84. Ibid., p. 105. 
85. Este rasgo de eficacia que debe caracterizar el procedimiento admi-
nistrativo queda abundantemente reflejado por la doctrina administrativa. 
Cfr., por ejemplo, ENTRENA CUESTA, R., Curso de Derecho Administrativo, Ma-
drid, 1966, p. 515; SERRANO, E., El trámite de audiencia en el procedimiento 
administrativo. Revista de Administración Pública, n.O 4, 1951, pp. 130 Y ss.; 
MARTÍN MATEO, R., Manual de Derecho Administrativo. Madrid, 1970, pp. 18 Y ss. 
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por el indudable riesgo que de ello se derivaría para las garantías 
jurídicas. Por el contrario, la gestión administrativa de fomento 
y de provisión de los intereses colectivos debe e.star imbuida de 
esta idea de brevedad, que supone eficacia. En la resolución de 
controversias jurídicas en forma procesal, es la garantía y tutela 
de las posiciones jurídicas la que debe primar, y la rapidez y la 
brevedad deberán estar siempre -a diferencia de los procedimien-
tos administrativos- en función de la observancia de aquellas ga-
rantías ineludibles. 
En síntesis, cabe señalar, que tanto Cappello como Dos Pal-
mares, reducen el proceso judicial a mero procedimiento de garan-
tía. No llegan a individuar lo peculiar y propio de la institución 
procesal, que, aunque suponga primordialmente garantías jurídi-
cas, no se identifica con éstas. El proceso, como se ha observado, 
es algo más que garantía: es una forma concreta de plantear las 
controversias jurídicas ante un órgano público que no es parte 
en esas controversias. 
c) Equivalencia de proceso y procedimiento. 
Dentro de este examen panorámico de la doctrina canomca 
post-codial, cabe hacer un tercer apartado con aquellos autores 
que utilizando ya las expresiones de proceso y de procedimiento, 
las emplean, sin embargo, como sinónimas. Adviértase, sin em-
bargo, que este nuevo grupo de autores no se halla en realidad 
demasiado alejado de aquellos canonistas que ofrecían un con-
copto prevalentemente externo del proceso, pues, como en varios 
lugares se indicó, las nociones meramente formales de proceso 
están significando en realidad una serie de actos, una forma de 
proceder, es decir, un procedimiento 86. 
A su vez, dentro de esta misma corriente, cabría distinguir 
entre aquellos canonistas que exclusivamente emplean el término 
procedimiento, tanto para referirse a lo que, a nuestro entender, 
es propiamente proceso como a lo que no es sino pocedimiento, 
y aquellos otros que emplean indistintamente como sinónimos 
86. No coincidimos por completo con el estudio y la clasificación de la 
doctrina canónica realizada por Lázaro (Cfr. LÁZARO, Influencia ... , cit.; p. 26 
Y ss.), con respecto a la noción de proceso. A nuestro entender, Lázaro estudia 
conjuntamente autores de signo contrapuesto. El estudio de los autores por él 
citados nos ha conducido a conclusiones en buena medida distintas, que son 
las que exponemos en el texto. 
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ambos conceptos. Aquí sí que la distinción es puramente termino-
lógica, pues tanto en unos como en otros se ha operado un reduc-
cionismo de lo específicamente procesal a la dimensión de la acti-
vidad procedimental. 
La primera postura se observa en autores pre-codiciales, como 
Gómez Salazar, Cadena y Eleta 87, y, después de la promulgación 
del CIC, también Muniz 88. Así, por ejemplo, Cadena y Eleta distin-
gue entre procedimientos solemnes y de rigor formal, que son 
los que emplean los jueces en la resolución de controversias jurí-
dicas y procedimientos administrativos o gubernativos, como «con-
junto de reglas y formalidades que emplea o debe emplear el supe-
rior en los actos del gobierno, buen régimen de sus súbditos y en 
la resolución de los asuntos que ellos someten a su decisión sin 
mediar oposición de parte en contrario» 89. Criterio de distinción 
que, como ya indicamos, no se adentra en lo específico del proceso, 
sino que lo observa desde el plano externo de actividad reglada 
por ley. 
En parecido sentido se pronuncia Muniz, al decir que se en-
tiende por procedimientos eclesiásticos «las formas más o menos 
solemnes que se usan en la Iglesia por derecho o por costumbre 
para el despacho y resolución de los asuntos de su incumbencia. 
Cuando en este despacho y resolución se ejerce la jurisdicción volun-
taria, los procedimientos se llaman gubernativos o administrativos; 
si se ejerce la jurisdicción contenciosa, los procedimientos son es-
trictamente judiciales» 90. 
En sustancia, la diferencia entre uno y otro procedimiento 
vendrá dada por el mayor o menor rigor de las fomalidades jurí-
dicas, como por la existencia o no de controversias con un tercero. 
A estos planteamientos cabe sin embago hacerles la objeción de 
que, como se viene sosteniendo aquí, la actividad procesal no se 
agota en un mero procedimiento, sino que supone algo más de 
sustancial que éste es incapaz de subsumir. 
Más clara muestra de la confusión en sede canónica de los 
conceptos de proceso y procedimiento creemos encontrarla en otros 
canonistas posteriores, como Galante, Petroncelli o Eichman, ha-
cen uso indistinto de ambos términos, y los emplean con el mismo 
87. Vid. GÓMEZ SALAZAR-DE LA FUENTE, Procedimiento ... , cit. 
88. Más arriba dejamos constancia del paralelismo que tenía este fenó· 
meno en la evolución de la doctrina procesal secular hasta finales del pasado 
siglo, época que coincide con los canonistas ahora mencionados. 
89. CADENA y ELETA, Tratado .. . , cit., p. 32. 
90. MUNIz, Procedimientos ... , cit., p. 5. 
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contenido; los dos primeros, tanto para referirse a las activida-
des administrativas como a las judiciales, supongan una contro-
versia jurídica o no; el último, en cambio, aludiendo a la actividad 
axclusivamente judicial. 
En este sentido, Galante no nos habla ya de iudicium, sino 
que denomina «proceso civil» a toda la materia sobre la que ver-
san los dos primeros títulos del Libro IV del CIC. Sin embargo, 
su noción de proceso le aparta de la doctrina secular, y en la parte 
penal le llevará a reconocer la existencia de un supuesto proceso 
ante órganos administrativos. Para él, el proceso no es sino el 
procedimiento legal mediante el que se define y juzga una causa 91, 
es decir, el cauce formal empleado en resolver una cuestión deter-
minada. Un concepto tal, además de identificar proceso y proce-
dimiento, le conducirá más adelante -hablando del procedimiento 
o proceso penal-, a afirmar que el procedimiento penal canónico 
puede ser judicial o extrajudicial 92, reconociendo la existencia en 
sede canónica de un proceso no judicial, sino administrativo, de 
carácter disciplinario 93. 
Petroncelli, por su parte, es un exponente mucho más claro 
de esta identificación de los nociones de proceso y procedimiento. 
En su exposición, además, pone de relieve que tal confusión no es 
sino consecuencia de aquella otra relativa a la función judicial y 
a la administrativa dentro de la Iglesia, que no dejamos de seña-
lar. Así lo hace expresamente cuando al iniciar el estudio del De-
recho Procesal Canónico -nótese que al igual que Galante, em-
plea esta expresión en el mismo sentido que 10 hacen los cultiva-
dores del Derecho Procesal secular- dice que «la tutela del diritto 
in una societa ordinata non puo essere lasciata all'autodifesa, ma 
occorre che vi siano organi che provvedano ad accertare la esis-
tenza del diritto ed assicurame l'attuazione. L'attivita giuridica 
che mira al raggiungimento di questo fine -concluye- si chiama 
processo e puo svolgersi di fronte ad un organo giudiziario o ad 
un organo amministrativo» 94. 
Con una afirmación tal, Petroncelli equipara 10 propio de la 
función administrativa y de la función judicial, funciones que ex-
91. «Processus e il procedimiento legale per cui vien definitiva e giudicata 
una causa» (GALANTE, Manuale di Diritto ecclesiastico. Milán, 1929; p. 399) . 
92. «11 procedimiento penale -afirma- canonico puo essere giudiciale ed 
extragiudiciale» (Ibid.; p. 418). 
93. Cfr. ibid., p. 421. 
94. PETRONCELLI, M., Lineamenti di Diritto Canonico. Nápoles, 1949. p. 216. 
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presamente parece admitir como distintas 95. Si la misión de tutela 
del Derecho competente tanto a los órganos administrativos como 
a los judiciales, ¿en razón de qué se les puede distinguir? 
El proceso, para Petroncelli, es exclusivamente una actividad 
jurídica, lo que llamamos un procedimiento. En un caso se tra-
tará de un procedimiento judicial, ante órganos judiciales, en el 
otro, de un procedimiento administrativo. Proceso y procedimiento 
vienen, pues, a identificarse, o mejor, en este autor la noción de 
proceso viene a ser asimilada con la de procedimiento. «11 procedi-
mento giudiziario -señala- ( ... ) si pone in essere attraverso una 
domanda dello atto re e si svolge come una lotta tra due parti sotto 
la direzione del giudice, in modo che si sono tre soggetti del pro-
cesso; il giudice, l'attore ed il convenuto» 96; y al referirse luego al 
procedimiento administrativo señalará, como únicas diferencias con 
el judicial, la mayor benignidad de las formas de actuación y la 
diferencia orgánica de desarrollarse ante órganos administrativos. 
De estar al tenor literal de las palabras de Petroncelli -al 
término procedimiento por él empleado- no vemos que haya nada 
que objetar a esa diferencia formal que anota entre procedimiento 
administrativo y procedimiento judicial: puesto que todo procedi 
miento es cauce formal, el rasgo más típico que distingue el cauce 
administrativo del judicial vendrá dado por el predominio de las 
tormas y solemnidades jurídicas en una función de garantía res-
pecto de las posiciones jurídicas que se planteen. Sin embargo, 
con la equiparación que Petroncelli hace del proceso y procedi-
miento, no es posible ya colocarse de su parte, por razones en las 
que se ha venido insistiendo. Por un lado, por entender que mien-
tras el procedimiento hace referencia exclusiva a la dimensión for-
mal externa del fenómeno jurídico, la noción de proceso lleva ade-
más un contenido sustancial bien preciso. Además, por entender 
que la resolución de ese contenido sustancial que el proceso com-
porta exige un cauce determinado, que ha de ser un cauce de ga-
rantía, que -como Petroncelli reconoce- sólo es capaz de ofre-
cer el procedimiento judicial. Y, por fin, porque, en consecuencia 
con lo anterior, entendemos que la realización de ese contenido sus-
tancial -lo que aquí se ha llamado planteamiento procesal- que 
connota el proceso, sólo se alcanza en el marco de una función 
pública determinada dentro de la organización jurídica de la Igle-
95. Cfr. Ibid., p. 98. 
96. Ibid., p. 217. 
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sia, y no indistintamente ante los órganos administrativos o judi-
ciales. 
En otro orden de cosas, sin embargo, sí que cabe coincidir 
con su planteamiento fáctico de que «il diritto canonico non co-
nosce una netta separazione per materia tra i due procedimenti, 
anche perche in molti casi e lasciato alle Congregazioni stabilire 
se una questione debba essere trattata in linea disciplinare o piut-
tosto ordine iudiciario, e in quest'ultimo caso viene rimessa la con-
troversia ai tribunali ( ... ). Sequono il procedimento giudiziario le 
controversie in cui sia necessario un contradittorio e la racolta 
di proveo Nel codice non si trova neanche un regolamento gene· 
rale del procedimento amministrativo e solo per alcune materie 
sono dettate delle prescrizioni sulle procedure al fine di assicurare 
una decisione conforme a giustizia» 97. Pero, aun admitido este ex-
tremo de la indeterminación fáctica dd contenido de cada función, 
estimamos que puede llegarse a una diferencia más radical entre 
el actuar de los jueces y de los órganos administrativos, que no 
sea solamente la del distinto rigor formal de los cauces emplea-
dos, aspecto que en la doctrina procesal canónica más reciente no 
deja de vislumbrarse 98. 
d) Distinción entre proceso y procedimiento. 
Para completar el análisis general de la doctrina post-codicial 
canónica sobre la noción de pro ces sus, aludiremos brevemente 
ahora a un nuevo grupo de autores que dan cabida a la distinción 
97. Ibid. 
98. Por cuanto se refiere al profesor Eichman, el siguiente párrafo nos 
ilustra por completo en cuanto al empleo indistinto de los términos de proces-
sus, proceso y procedimiento que aquí venimos criticando. Dice así: <<la protec-
ción legal se otorga por vía del derecho procesal canónico y por mediación de 
un juez (judex, tribunal), esto es, por vía de procedimiento anteriormente ins· 
tituido y ordenado por el que el derecho pretendido debe ser examinado y 
restablecido. El processus es una serie continuada de actuaciones legales (pre-
sentación de la demanda, admisión de la misma, presentación de pruebas, sen-
tencia, ejecución). El procedimiento camina (procedit) paso a paso. Cada una 
de las actuaciones procesales están ligadas y dirigidas dentro de un conjunto 
armónico a un fin, el de asegurar y lograr una pretensión concreta. Dicho pro-
cedimiento está sustraído de la arbitrariedad del juez y de las partes por la 
ley que lo regula y obliga. El orden procesal (ordo judiciarius) contiene las 
prescripciones sobre la organización y composición del tribunal, sobre su 
competencia y procedimiento a seguin>. EICHMANN, E., El Derecho Procesal se-
gún el Código de Derecho canónico. Trad. Nicolás S. de Otto y Ambrosio Sanz 
Lavilla. Barcelona, 1931, p. 2). 
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que hemos defendido en este trabajo, aun cuando puedan ser 
diversas las conclusiones a las que unos y otros desemboquen. 
El punto de partida más interesante de la generalidad de estos 
autores es la identificación de la noción canónica de iudicium tal 
como viene recogida en el can. 1552 CIC, y la de proceso tal como 
es entendido por la doctrina procesal secular, punto en el que 
sustancialmente coinciden canonistas como Jone, Retzbach, DelIa 
Rocca, Goyeneche, Roberti 99, y postura de la que, siguiendo a 
De Diego-Lora 100 participamos también nosotros. 
Jone, por ejemplo, continúa con la denominación codicial de 
entender un concepto amplio de proceso capaz de albergar otras 
manifestaciones jurídicas además de las del can. 1552 CIC. Pero, 
asimismo, manifiesta su postura indicando que «vero notio «pro-
cessus» adhibetur eodem sensu quo <<Íudieium» 101. En igual tenor 
se expresa Goyeneche, para quien «sensu vera propio proeessus 
potest habere duas aeeeptiones: strietiorem quae respieit eausae 
eognitionem et tune proeessus sumitur pro iudicio» 102, y la misma 
postura se halla expresa o implícitamente anotada por los restan-
tes canonistas citados. 
Frente a esta postura, Moreno Hernández marca la nota dis-
cordante. En una concepción manifiestamente apegada al proce-
salista español Guasp y seguida en todas sus consecuencias, indica 
que «científicamente, el término proceso difiere del término jui-
cio» 103. Señala para ello que el término iudieium, de origen latino, 
y que ha servido para adjetivizar la ley procesal española -Ley 
de Enjuiciamiento-, equivale a procedimiento. Ambos términos 
-continúa- son sólo aplicables a la parte externa y rituaria de 
la actuación procesal, a la ceremonia y al orden de proceder. 
Ateniéndonos a cuanto hasta aquí se ha expuesto, así como al 
propio can. 1552 § 1, no puede decirse que la de Moreno Hernán-
dez sea una opinión demasiado sólida. El «fondo sustantivo» que 
él mismo señala como conveniente a la noción de proceso, está 
99. Cfr. JONE, H., Commentarius in Codicem lure Canonici, nI, Paderbom, 
1955; pp. 13 Y SS.; RETZBACH, A., Il diritto della Chiesa, Traducción italiana Pasqua-
le Giani. Friburgo, 1953; pp. 479 Y SS.; DELLA ROCCA, F., lnstituzioni di diritto pro-
cessuale canonico, Traducción castellana Pacífico de Iraqui. Buenos Aires, 1950; 
pp. 13 Y SS.; GOYENECHE, S., De processibus. Roma, 1946; pp. 4 Y SS.; ROBERTI, F., 
De processibus, cit.; pp. 42 Y ss. 
100. Cfr. DE DIEGo-LoRA, Poder jurisdiccional ... , cit.; explícitamente en p. 145. 
101. JONE, Comentarium ... , III, cit.; p. 13. 
102. GOYENECHE, De processibus, cit.; p. 5. 
103. MORENo HERNÁNDEZ, M., Derecho procesal canónico. Madrid, 1956, p. 21. 
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-como dijimos- expresamente acogido en la nOClOn de iudicium 
expuesta por el can. 1552 CIC, y en el resto de la doctrina procesal 
canónica. Por el contrario, su opinión, igual que la de Guasp 104 en 
este punto, se hace acreedora de la misma objeción esgrimida. 
Concebir el proceso como un instrumento para actuar pretensio-
nes, con la carga conceptual que tanto él como Guasp dan a la 
noción de pretensión, lleva a relegar ese «fondo sustantivo», que 
como él mismo dice supone el proceso, a una dimensión mera-
mente formal, de manera que la pretensión quedaría satisfecha 
tanto si la decisión judicial la acoge como si la rechaza. 
De más interés nos parece la postura de los otros canonistas 
citados, si bien algunos eluden el choque frontal con el problema 
que plantea la caracterización como proceso de la actividad admi-
nistrativa. Retzbach, por ejemplo, tras identificar las nociones de 
iudicium canónico y proceso, distingue entre proceso y procedi-
miento administrativo, pero sin que de su distinción emerja el 
carácter estrictamente formal de éste. 
Utiliza Retzbach la misma noción de proceso que el CIC em-
plea para caracterizar el iudicium, indicando como notas propias, 
las de una controversia entre dos partes, realizada ante un órgano 
judicial a través de las formas prescritas por la ley, es decir, a 
través de un procedimiento, y que terminará con una sentencia 105. 
Pero luego Retzbach parece contentarse con indicar que algo com-
pletamente diverso al proceso es el procedimiento administrativo, 
que se desarrolla ante una autoridad no judicial, con un menor 
rigor formal, y que termina con un decreto de la autoridad admi-
nistrativa recurrible dentro de plazo ante el superior jerárquico. 
A nuestro modo de ver esto no es suficiente, pues supone eludir 
las raíces esenciales del problema. La distinción que efectúa pa-
rece sólo terminológica, ya que en nada se distingue el concepto 
que ofrece de procedimiento administrativo y la noción ya expuesta 
de lo que otros autores denominan processus administrativus. El 
cambio de nombre da la impresión de no haber supuesto todavía 
un cambio de concepto, pues la diferencia entre proceso y proce-
104. Cfr. GUASP, Derecho ... , cit., pp. 13 Y ss. 
105. «Per un processo in senso stretto occorrono perció vari contrassegni 
speciali. Inanzi tutto nel processo si tratta sempre di una controversia, e precisa-
mente di una contestazione giuridica. Condizione necessaria e dunque l'esistenza 
di un attore e di un convenuto. La questione dovrá sempre essere discussa neHe 
forme prescritte dalla legge .. . Il dibattimento deve sempre essere tenuto dinanzi 
al competente tribunale e terminare con la sentenza» (RETZBACH, Il Diritto .. . , cit.; 
p. 480) . 
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dimiento administrativo no estriba sólo en el menor rigor de las 
formas jurídicas de éste, como ya hemos apuntado. 
Un nuevo paso lo encontramos en la doctrina de Roberti, que 
afronta la distinción entre proceso y procedimiento 106. Sustancial-
mente identifica la noción de proceso con la que el can. 1552 nos da del 
iudicium, y entiende que el procedimiento alude al aspecto ex-
terno y práctico de la evolución del proceso 107. 
Creemos notar en su doctrina una cierta incomodidad en deno-
minar proceso a los fenómenos regulados por la parte III del Li-
bro IV del CIC, es decir, a los supuestos procesos administrativos, 
y al igual que veíamos en Coronata, opta por la distinción mate-
rial entre derecho subjetivo e interés 108 , adjudicando la competen-
cia, para entender en el primer caso, a los tribunales judiciales, 
y en el segundo a los órganos administrativos. Pone de relieve, sin 
embargo, que en algunos supuestos de la parte III del Libro IV 
se está ante verdaderas situaciones de derecho subjetivo, a las que 
no se abre la vía judicial, sino el recurso administrativo, y con-
cluye afirmando que <mulla proinde habetur in Ecclesia propie 
potestas iudicialis administrativa» 109 . 
Un nuevo estadio en la evolución que hemos tratado de des-
cribir la encontramos en DelIa Rocca. Su esfuerzo se encamina 
ante todo a distinguir las nociones de proceso, juicio y procedi-
miento. El proceso, señala, «difiere del juicio, puesto que con el 
primer concepto se pone de relieve el desarrollo de los actos, con-
siderados por lo demás en su esencia jurídica, con menoscabo 
del momento resolutorio de la controversia, el cual, en cambio, 
adquiere en el segundo concepto (en el de juicio) mayor importan-
cia» 110. Y prosigue distinguiendo proceso de procedimiento, seña-
lando que «con este término se trata de indicar sobre todo la suce-
sión exterior de los actos que conducen a la resolución de la con-
troversia judicial» 111. 
A tenor del can. 1552 § 1, señala como equivalentes las nocio-
nes de proceso y la codicial de iudicium. «Proceso -señala- es 
la legítima discusión y definición de la controversia ante el tribu-
nal eclesiástico en materia cuyo conocimiento compete a la ' Igle-
106. Cfr. ROBERTI, De processibus, cit., pp. 73-74. 
107. «Procedura potius externam ac practicam processus evolutionem de-
monstrat» (Ibid., p. 74). 
108. Cfr. ibid., pp. 159 Y ss. 
109. Ibid., p . 162. 
110. DELLA ROCCA, Instituzioni ... , cit., p. 14. 
111. Ibid. 
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sia» 112, haciendo notar -al igual que veíamos en Lega y después 
hace Roberti- que la calificación de legítima hace referencia de 
un lado a la observancia del procedimiento adecuado, y de otro 
a la existencia de ese ius cognoscendi por parte de la Iglesia. 
Todo ello se adecúa más con la postura sostenida en este tra-
bajo. El proceso cualificado corno la discusión de una controver-
sia ante un tribunal eclesiástico, es decir, ante un órgano judicial; 
el procedimiento concebido corno una «sucesión exterior de actos», 
es decir, corno un cauce formal para llegar a la resolución de una 
controversia. 
Ante estos planteamientos, y en consonancia con cuanto se 
ha señalado en este trabajo, cabe sin embargo añadir a DelIa Roc-
ca que si ha caracterizado el proceso corno una discusión -que 
implica un contradictorio- de una controversia -es decir, dua-
lidad de partes y conflicto de intereses-, realizada legítimamente 
-siguiendo las garantías formales del proceso judicial- ante un 
tribunal eclesiástico, nada impide concluir a sensu contrario que 
allí donde no se dan esas notas no puede haber proceso, sino un 
fenómeno diverso, carente de aquellas características esenciales que 
recoge el can. 1552. 
VI. LA DISTINCIÓN ESENCIAL ENTRE «IUDICIUM» Y «PROCESSUS»: 
EL PLANTEAMIENTO PROCESAL. 
Pensarnos que ha quedado suficientemente expuesta hasta aquí 
la necesi.dad de distinguir esencialmente el iudicium de los llama-
dos processus administrativus. A manera de resumen de cuanto 
hemos indicado cabría señalar sin embargo algunos puntos que 
han aflorado a lo largo de este trabajo. El primero, que la noción 
canónica tradicional de processus es demasiado genérica y propi-
cia a confusión cuando se pretende que sea el prisma de observa-
ción del iudicium. Segundo, que el iudicium y el processus admi-
nistrativus suponen, en el campo formal del Derecho, planteamien-
tos radicalmente diversos que los diferencian esencialmente, y a los 
que hay que referir la distinción de estas dos nociones. Tercero, 
que las garantías formales impuestas por ley, al igual que la inter-
venClOn o no en el processus de los sujetos implicados atañen al 
terreno procedimental, y nunca llegan a afectar al planteamiento 
112. Ibid. 
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formal que es de esencia del iudicium, por lo que no son elementos 
que por sí solos indiquen dónde hay iudicium y dónde mero cauce 
procedimental. El iudicium exige un determinado tipo de garantía 
judicial objetiva, y un determinado modo de participar el parti-
cular en las actuaciones. Y cuarto, que lo esencialmente propio del 
iudicium en el campo formal no es el processus -en el sentido 
tradicional canónico-, sino el peculiar modo de plantearse la con-
troversia no reproducible ante los órganos administrativos so pena 
de desvirtuar por completo la misión propia que éstos tienen asig-
nada en el ordenamiento de la Iglesia. 
Por todo ello, y a manera de clarificación terminológica y con-
ceptual, creemos necesario emplear el término iudicium o proceso 
canónico para referirlo exclusivamente a la actividad -necesaria-
mente judicial- que entrañe un planteamiento formal como el 
señalado, y reservar para las actuaciones regladas que no supongan 
tal planteamiento esencial los términos de procedimiento y proce-
dura, que generalmente serán administrativos, pero que en algunos 
casos podrían ser también judiciales -procedimientos o proce-
duras judiciales-, cuando designen la actividad reglada de órga-
nos judiciales que no connote un planteamiento procesal de la 
cuestión que les ha sido sometida. Esto supondría en realidad una 
atribución de competencia foránea -por las razones de utilidad 
que se estimen procedentes- a los órganos llamados a conocer, 
en principio, de las cuestiones a resolver en el contradictorio pro-
cesal. 
El concepto de processus, con el que ha venido designándose 
por la doctrina cualquier actividad reglada tendente a una deci-
sión jurídica que afecte a la esfera jurídica de los sujetos impli-
cados en él, debe ser tratado con sumo cuidado, ya que, por un 
lado, al no suponer -en esa doctrina al menos- el planteamiento 
procesal tal como lo entendemos nosotros, no puede identificarse 
con la noción de iudicium, y por otro al postular una decisión 
que afecte a la esfera jurídica, sólo puede justificarse su atribu-
ción a la actividad administrativa merced a la confusión imperante 
en la práctica en el ordenamiento de la Iglesia entre función admi-
nistrativa y función judicial. 
a) Dos diversos planes de la forma jurídica procesal. 
Resta por último señalar ahora aquellos puntos en los que a 
nuestro entender la noción de proceso excede a la del mero cauce 
formal denominado procedimiento, extremos todos ellos perfecta-
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mente trasvasables por lo demás a los correlativos conceptos canó-
nicos de iudicium y processus. 
Ya hemos indicado desde el principio que las nociones de iudi-
dicium y de processus encuentran su correcto emplazamiento en el 
campo jurídico formal. Era esta una de las razones que dificul-
taban su deslinde. No obstante, permaneciendo siempre dentro de 
ese terreno estrictamente formal, cabe descubrir en el iudicium 
-en el proceso de los juristas seculares- dos planos perfecta-
mente delimitados que nos conducirán a esclarecer la distinción 
objeto de este trabajo: el plano sustancial y el meramente externo 
del cauce. 
En efecto, el proceso supone cierto enfrentamiento o contro-
versia reproducido ante un órgano público: el juez. Cierto que 
ello no da una visión completa del proceso -pues el proceso, ade-
más, es actividad-, pero sí nos muestra un aspecto también for-
mal que no está contenido en esa actividad, sino que va más allá 
del procedimiento: el aspecto de lo que supone un planteamiento, 
un modo jurídico de plantearse el enfrentamiento ante el órgano 
público; el modo concreto en que ese enfrentamiento es revestido 
por las formas jurídicas del proceso. 
A nuestro entender radica aquí el eje central del problema. 
Sólo es posible llegar a la esencia de la institución procesal ha-
ciendo abstracción de lo que en ella hay de iter procedimental, de 
mera actividad concatenada y encauzada hacia un fin, si bien no 
pueda perderse de vista que el proceso es también una actividad, 
pero integrada, como veremos, por actos que también tienen una 
peculiar naturaleza. De no adoptar esta abstracción, caeríamos en 
el peligro, harto frecuente en campo canónico, de estar observando 
y analizando un fenómeno -el fenómeno procedimental- que es 
inherente a cualquier actuación reglada de un órgano público, cual-
quiera que sea la índole de su naturaleza. 
Todo ello no dejaba de indicárnoslo Prieto Castro, cuando adver-
tía que «sólo habrá proceso o juicio allí donde coincidan las no-
tas que en el curso de los siglos han ido perfilándole como tal, esto 
es, allí donde exista un órgano independiente en su función, con 
partes justiciables en igualdad de postura por lo que a ataque y 
defensa se refiere, con deberes y derechos previamente señalados 
y teniendo la garantía de la seguridad del derecho que se pronun-
cie en definitiva» 113, notas esenciales que para nada se refieren 
al aspecto procedimental del proceso. 
113. PRIETO CASTRO, Tratado ... , cit., p. 13. 
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En base a cuanto hemos visto, podemos ya resumir nuestra opi-
nión por cuanto respecta a la distinción entre iudicium y processus 
administrativus. Ambas realidades -el iudicium y el processus ad-
ministrativus-, pertenecientes, como venimos insistiendo, al campo 
de las formas jurídicas, tienen en común el comportar una actividad 
de órgano público reglada por la ley y tendente a una decisión de 
naturaleza jurídica. La decisión pertenecerá al campo jurídico ma-
terial, y en él podrá discutirse si se trata de una decisión admi-
nistrativa o judicial, aun hecha por órganos específicamente admi-
nistrativos canónicos. Ese es el punto del debate de fondo en el que 
no hemos entrado, pero que ahora no nos interesa, por exceder 
del campo jurídico formal. 
Venimos hablando de una actividad jurídica, que dentro del te-
rreno formal permite hablar de ciertas semejanzas entre el iudicium 
y el processus administrativus. A la vez, cabe establecer mayores o 
menores distinciones entre un tipo de actividad reglada y otra, sin 
que ellas afecten al núcleo esencial de lo específicamente procesal 
y propio del iudicium. Así, por ejemplo, cabrá hablar de mayor o 
menor rigor de las formas jurídicas, mayor o menor grado de 
solemnidades; mayor o menor celeridad y reserva de actuaciones. 
Pero lo que es importante señalar es que toda esta serie de distin-
ciones se refieren exclusivamente al terreno formal de la actividad, 
sin que directamente sean relativas a la esencia del iudicium 114. Es 
bien conocido que existen procedimientos administrativos largos y 
con alto índice de garantías jurídicas, y al mismo tiempo procesos 
judiciales rápidos y de escaso rigor en las formas de actividad. Y, 
en cambio, ni unos rasgos ni otros desdicen del carácter escueta-
mente procedimental de unas actuaciones y típicamente procesal 
de otras 115. 
¿ Qué hay entonces de aspecto radical que permita hacer la distin-
ción entre una forma de actuación y otra? Para responder a esta 
114. Como señala Calamandrei, las formas procesales aseguran el respeto 
del contradictorio y la igualdad de partes (Cfr. CALAMANDREI, P., Instituciones de 
Derecho Procesal Civil (según el nuevo código). Buenos Aires, 1962, p. 322). Sin 
embargo, siguiendo a Carnacini (Cfr. CARNACINI, Tutela ... , cit., p. 716), parece 
necesario distinguir entre las formas que afectan a la esencia de la institución 
procesal, y aquellas otras que afectan sólo al cauce procedimental empleado, que, 
en nuestra opinión, son precisamente las que aseguran la permanencia de las 
formas esenciales del proceso: contradictorio, igualdad, imparcialidad. 
115. Cabe señalar, una vez más, a modo de ejemplo el proceso incasibus 
specialibus. Cfr. a ese propósito el estudio de DE DIEGo-LoRA, C., Naturaleza y 
supuesto documental del proceso «in casibus specialibus». «IUS CANONICUM» 
XIV, n.O 27 (enero-junio, 1974). 
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cuestión nuclear del presente trabajo, es preciso recordar que el 
campo jurídico formal no se agota en el plano de la actividad jurí-
dica reglada. Las formas jurídicas, aplicadas a las relaciones so-
ciales, son susceptibles de conformar las situaciones más hetero-
géneas dándoles un tratamiento -a veces un tanto ficticio, si se 
quiere- que las haga operables dentro de la ciencia del Derecho. 
Esto es precisamente lo que sucede con las situaciones jurídico ma-
teriales en colisión cuando son llevadas ante el juez: reciben un 
tratamiento formal, desvinculado en principio de las concretas si-
tuaciones materiales -prueba de ello es que el juez trata formal-
mente como iguales a dos posiciones que materialmente no lo son, 
como se evidenciará con la sentencia-, lo que permite llevar a buen 
puerto la situación conflictiva con el mayor respeto de las posi-
ciones jurídicas en liza. Pues bien, este diferente tratamiento formal 
que reciben los planteamientos jurídicos materiales cuando son lle-
vados ante un órgano judicial o administrativo, es lo que cabal-
mente distinguirá un cauce formal de actuación y otro. Todo ello, 
insistimos, dentro del terreno jurídico formal. 
Si bajo esta perspectiva contemplamos la actividad administra-
tiva canónica y la judicial, resulta difícil negar la existencia de 
notables divergencias. Si ante el juez, la demanda que introduce la 
causa es susceptible de crear un mundo jurídico formal cerrado, 
con una pluralidad de elementos permanentemente unidos y en es-
trecha relación entre sí, tal facultad, en cambio, no cabe referirla 
a los órganos administrativos. Ahí está, a nuestro modo de ver, 
lo genuinamente procesal: la capacidad de establecerse lo que 
denominamos un planteamiento procesal cuyos elementos y relacio-
nes han quedado ya expuestos. Un planteamiento formal que además 
no quedará desligado de la actividad procedimental, sino que la 
generará y marcará la naturaleza de cada uno de sus actos: dos 
partes en igualdad formal y permanente contradictorio ante un ór-
gano público imparcial. 
No es pues, insistimos, la mera intensidad del rigor de las for-
mas de actuación en garantía, o cualquier otro rasgo de actuación 
lo que distinga el iudicium del processus administrativus; ni siquiera 
la simple participación o no de los particulares afectados en la 
decisión de fondo. Lo que hace que un cauce sea procesal o no es 
la susceptibilidad de que en un cauce pueda darse ese otro plan-
teamiento formal que le es típico, y que no sin adulterar la función 
administrativa y la peculiaridad de sus órganos podría reproducirse 
cuando una petición es planteada ante la Administración canónica. 
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b) Visión estática y visión dinámica del proceso. 
En concreto, la distinción entre el aspecto sustancial del pro-
ceso y el procedimiento del proceso podríamos decir que obedece 
a una visión estática o dinámica de lo que tiene lugar ante los órga-
nos judiciales. La visión estática supone observar el fenómeno pro-
cesal en un momento concreto, estudiando la posición, el papel y 
las relaciones entre cada uno de los elementos que en él intervienen. 
La visión dinámica del mismo fenómeno nos mostrará el procedi-
miento, el cauce formal por el que va evolucionando hasta su tér-
mino ese planteamiento procesal. 
En una visión estática se denomina proceso a la conjunta exis-
tencia y participación de una serie de elementos fijados por la 
ciencia procesal. Cuando éstos no existen, ni se relacionan del modo 
indicado, ya no habrá proceso, en el sentido de que habla la mo-
derna doctrina procesal, sino algo distinto. 
Sin embargo, en una visión dinámica, toda serie de actuaciones 
más o menos regladas dirigidas hacia un fin es ya un procedi-
miento. Por eso cabe hablar de tantos procedimientos como fines 
pretendan alcanzarse, como cauces legales se abran en un ordena-
miento jurídico 116. 
Estos dos posibles enfoques de la actividad del órgano público 
no impiden el que tanto uno como otro sean enfoques de un fenó-
meno formal, en el sentido en que este término se contrapone a 
material. Sin embargo, dentro de este carácter formal, del fenómeno 
en general, cabe hablar de una dimensión interna o sustancial y otra 
externa. La dimensión interna del fenómeno procesal, que opera 
como dimensión sustancial respecto de la otra, es el conjunto de 
elementos y de relaciones que observamos en la visión estática del 
proceso, y que nos dicen cómo es el planteamiento procesal. La di-
mensión externa, o formal respecto a aquella que es sustancial, 
vendrá dada por lo que nos aparece en la visión dinámica del proceso, 
es decir, por el procedimiento, por el cauce legal que debe seguirse. 
En el proceso judicial ocurre, sin embargo, algo singular que im-
pide el que en realidad pueda hablarse de visión estática. El pro-
ceso caminará por propio impulso a través del procedimiento, por-
que en sí mismo el proceso se resiste a planteamientos estáticos. 
Sólo a modo ejemplificativo y a fines de claridad ilustrativa puede 
hablarse de visión estática, porque ese conjunto de elementos que 
observamos es algo dinámico, generador de una energía -el con-
116. Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, Procedimiento ... , cit., p. 57. 
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tradictorio- que irá haciendo evolucionar el planteamiento procesal 
a lo largo del procedimiento marcado, a la vez que en cada uno de 
los actos de procedimiento estará de algún modo presente el con-
junto de elementos que integran el planteamiento procesal, y será 
fruto de sus respectivas relaciones entre sí. 
Aquí parece hallarse el aspecto sustancial del proceso. Este sería 
el modo de plantearse el enfrentamiento jurídico en términos for-
males ante el juez. Más que de una actividad, conviene insistir en que 
se trata de un planteamiento -un planteamiento procesal-, de un 
modo concreto de formalizarse la controversia, cuando con la de-
manda se lleva ésta al conocimiento del juez. Cuando los procesa-
listas hablan de proceso se refieren a ese modo concreto de plan-
tearse la controversia. 
Al fijarnos en este aspecto, entendemos que alejamos el peligro 
de confundir el proceso con el procedimiento, con lo que sólo es 
actividad, independientemente del modo de plantear el objeto de 
la actividad, aun cuando, como decimos, no queden comprendidas 
en él todas las connotaciones que hoy tiene el concepto jurídico de 
proceso. 
El proceso, como el procedimiento, pertenece al campo jurídico 
formal; son formas jurídicas. Pero mientras el procedimiento sólo 
nos habla, de una serie o sucesión de actos, el proceso, tal como es 
entendido por la moderna ciencia procesal, es además un modo 
jurídico preciso de plantearse la cuestión ante el juez. Si el plantea-
miento se realiza de un determinado modo, habrá proceso; si no, 
no podrá haber sino procedimiento. 
c) El planteamiento procesal y los actos procesales. 
Sin embargo, la peculiaridad de lo procesal no se agota a nues-
tro entender en el planteamiento formal, sino que penetra cuanto 
sucede al abrigo de la institución. Ballbe reclamaba 117 una distinción 
esencial entre los actos procesales y los del procedimiento admi-
nistrativo, y en efecto, creemos encontrarla en el modo en que ese 
planteamiento configura cada acto del proceso. 
A diferencia de cuanto ocurre en el procedimiento administra-
tivo, los actos que se efectúan a lo largo del procedimiento judicial 
pueden ser designados propiamente como actos procesales. En cada 
uno de ellos hallamos de algún modo aquellas notas que servían 
117. Cfr. BALLBE, La esencia ... , cit., p. 22. 
402 JUAN IGNACIO ARRIETA 
para caracterizar el planteamiento procesal. Son actos contencio-
sos en su misma entraña, que evidencian una controversia sobre 
un objeto litigioso, y manifiestan un ataque o una defensa respecto 
de una segunda posición. En cada acto de parte hay una cierta 
presencia de la posición del contrario, que cuenta con la posibi-
lidad de contradecir ese acto obligando al juez a pronunciarse 
ante tal contradicción, y que paso a paso le conducirá hasta el pro-
nunciamiento definitivo de la sentencia. Los mismos actos ordina-
torios y de dirección del proceso hechos por el juez, no dejan de 
estar abiertos a esa contradicción de partes latente siempre en el 
proceso. 
Esto hace también que en cada acto singular quede de algún 
modo reflejada la dualidad e igualdad formal de partes; que por otro 
lado se evidencie la imparcialidad del órgano juzgador que da efi-
cacia a los actos de parte; y que en definitiva sea motivo de ga-
rantía respecto de la justicia de la decisión que en última instancia 
se pretende alcanzar, una vez que se hayan podido agotar también, 
caso de sufrir perjuicio, las posibilidades de impugnación. 
Este es el objetivo de todas las notas formales del procedi-
miento jurisdiccional: lograr y garantizar que cada uno de los actos 
que se realicen a lo largo de él sean realmente actos procesales, 
actos que emanan del planteamiento procesal. Volviendo a emplear 
una expresión ya utilizada, en cada uno de esos actos que se pro-
ducen a lo largo del procedimiento judicial, se halla presente lo que 
hallamos en la visión estática del proceso: dos partes formalmente 
iguales y enfrentadas, ante un órgano público imparcial. Sólo den-
tro de ese planteamiento que el procedimiento judicial ha tratado 
de hacer posible y garantizar, cabe concebir actos procesales, pro-
ducto del contradictorio que manifiesta la tensión entre las partes. 
Todo esto es lo que nunca podrá conseguir el procedimiento 
administrativo, pues aquel modo de proceder sólo es alcanzable 
gracias a las garantías jurisdiccionales en unos casos, y a las del 
procedimiento judicial cuando hay proceso. La primacía en el campo 
administrativo de la función gestora del interés público, que relega 
a un segundo plano la garantía del particular, hace imposible que 
pueda sustentar actos de naturaleza procesal, en los que exista al 
menos la sombra de un cierto contradictorio entre dos partes igua-
les, siempre eficazmente activas y presentes ante cualquier actividad 
que se realice ante un órgano imparcial. 
Por eso, en la medida en que los procedimientos administrativos 
han comenzado a admitir garantías jurídicas para los administra-
dos, y gozaban éstos de alguna presencia en el procedimiento en 
curso, se ha empezado a hablar de procesos administrativos. No 
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se ha tenido en cuenta que las garantías afloran del procedimiento, y 
que el proceso, además de esas garantías de actividad, connota una 
nueva garantía, más profunda, que enraiza en el modo de plantearse el 
conflicto. 
La idea de gestión eficaz de los intereses públicos que compete 
a los órganos administrativos, es irreconciliable en principio con 
la idea de acto procesal emitido dentro de una paridad de posturas 
que dé una imparcialidad que la Administración pública no debe 
ofrecer. Y no cabe, de otro lado, que la Administración subordine 
la eficacia de su gestión a la garantía de intereses particulares, por-
que, en tal caso, esa función habría dejado de ser administrativa 
para convertirse en judicial. 
Mientras esto no suceda, es decir, mientras el órgano adminis-
trativo no renuncie a la función de eficacia que le caracteriza -y 
esto no podrá ocurir nunca, porque se desvirtuaría la función admi-
nistrativa-, no podrá hablarse de procesos administrativos, sino 
a lo sumo de procedimientos de apariencia jurisdiccional, pues el 
peculiar modo de actuar de la función administrativa no hace po-
sible un planteamiento procesal. Serán procedimientos de apariencia 
jurisdiccional, por cuanto admitirán rasgos típicos de éstos, acogiendo 
en mayor o menor medida garantías formales en favor de los ad-
ministrados. Pero no podrán comportar verdaderos procesos, porque 
al no poder renunciar a la función de eficacia, que es propia de 
los órganos administrativos, tampoco podrán producirse en su curso 
actos en alguna manera procesales, emitidos dentro de un marco o 
planteamiento que pudiera llamarse procesal. 
De análoga manera, cuando al órgano jurisdiccional se le atri-
buye por el legislador una actividad cuyo desenvolvimiento tiene 
las características propias de la administrativa, corno ocurre en la 
hipótesis tradicionalmente calificada corno de jurisdicción volunta-
ria, se está manteniendo sólo en apariencia una actividad jurisdic-
cional. En rigor, la función jurisdiccional en tales casos queda desna-
turalizada; y el órgano judicial convertido de hecho en administra-
tivo, al perder la independencia y moverse por una finalidad de 
eficacia, y al carecer los sujetos interesados de las garantías propias 
de la actividad jurisdiccional, sólo alcanzables cuando se actúa en 
el ámbito del proceso. Propiamente, en tales casos no habrá ni 
actos procesales ni planteamiento procesal. 
Tal desnaturalización funcional se produce aún en la hipótesis 
de que la atribución al órgano jurisdiccional de esa garantía o tipo 
de actividad, por el legislador, se haga en razón a las garantías de 
seriedad e imparcialidad y de sumisión a la ley que el órgano 
jurisdiccional ofrezca al legislador. Un plano distinto del de las 
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garantías que ofrezcan, en el terreno prudencial y de acierto jurí-
dico, los integrantes o componentes de determinados órganos pú-
blicos, es el de la garantía de actividad para las partes en la conducta 
de esos órganos públicos. En el primer caso, el legislador confía 
en la justicia de los encargados de aplicar el Derecho; pero en el 
caso del proceso, junto a esa confianza, se descansa además en la 
propia dinámica que a la actividad procesal confiere la iniciativa, 
presencia y reacciones de los propios sujetos interesados, partes pro-
cesales. Todo ello, además, viene exigido en el proceso por el objeto 
litigioso, que, a la vez que ha de ser protegido en su integridad 
y conservación desde que nace la relación procesal, atrae y centra 
en sí toda esa actividad, con una exigencia de congruencia que 
no sólo es referida a la sentencia, sino a cada acto procesal, puesto 
que tanto las alegaciones de agresión y defensa, como la proposi-
ción y práctica de las pruebas, vienen determinadas por su relación 
al objeto litigioso, no sólo en cuanto a su procedencia y contenido, 
sino también en cuanto a los límites en los que ha de desenvolverse. 
Toda actividad que tienda a excederse de ese objeto es una activi-
dad impertinente. Este es un punto por el que velará el juez, pero 
a su vez tiene que estar garantizado por la presencia constante y 
activa de las partes en el proceso. 
